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[bookmark: _Toc366755199]Nº 023-2023
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del seis de junio de dos mil veintitrés.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión ordinaria con asistencia del presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán y del tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal; todos integrantes de este cuerpo colegiado.
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, en su orden, director interino, subdirectora interina y asesores jurídicos interinos, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
El director 1, doctor Alexander Arguedas Vindas y el director 2, licenciado Freddy Chacón Arrieta, se encuentran ausentes con justificación.
[bookmark: _Toc136696597][bookmark: _Toc136696598]ARTÍCULO I
Documento N° 601-2023
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
El doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente de este cuerpo colegiado, propone modificar el orden del día a fin de que se incluya la reunión de la Junta Administradora con la Corte Plena del Poder Judicial el día 5 de junio de 2023, respecto al reportaje publicado por la Nación como artículo II de la agenda.
Por unanimidad, se acordó: Modificar el orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de acuerdo con la propuesta realizada por el doctor Juan Carlos Segura Solís.
[bookmark: _Toc136625984][bookmark: _Toc136696606][bookmark: _Toc127364659][bookmark: _Toc127542904]ARTÍCULO II
Documento N° 644-2022
Reunión de las personas integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones Pensiones del Poder Judicial con los magistrados y las magistradas de la Corte Suprema de Justicia, celebrada el lunes 5 de junio del 2023, en la cual, se aclararon dudas referentes al reportaje publicado por el periodo la Nación el 29 de mayo del 2023.
Así mismo, se le expuso a los magistrados y las magistradas, la situación actual del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, quienes por mayoría quedaron satisfechos con el informe brindado.
Manifestaciones: 
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Si alguno quiere agregar algo más”.
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, agrega: “Quizás don Juan Carlos, respetuosamente, indicar las manifestaciones brindando dicha Corte en su gran mayoría, manifestaciones de apoyo a la labor efectuada por este cuerpo colegiado”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, expresa: “Quiero manifestar que me encuentro muy contento de la comparecencia y en ese sentido, me parece que la gran mayoría de los magistrados entendieron que la situación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no es tan crítico como se quiso decir en informaciones periodísticas.
Estoy muy complacido de la aceptación que se tuvo, me extrañó y me llamó mucho la atención que cuando don Oslean dice “veamos la pantalla para que vean esa tabla” la gran mayoría de los magistrados no siguieron en sus situaciones normales que uno los ve atendiendo su computadora, no; pusieron atención íntegramente casi que la gran mayoría y eso me complació de sobremanera, así que felicitaciones a todos porque todo salió muy bien y espero que el viernes en la comparecencia con los gremios y el público en general, también salgamos de igual manera en la presentación del informe de estados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como tal”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Creo que es importante dejar documentada la situación, es decir, la Corte Plena nos llama sobre un tema específico de noticias que se están dando en la prensa nacional respecto al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y a la administración del mismo, y tanto la Presidencia como la Administración, dan un informe completo de la situación real de lo que ha sucedido y lo que está pasando de una manera muy proactiva, una manera de generar una expectativa de limpieza del Fondo y de progreso del Fondo, a pesar de las situaciones en el mercado internacional y nacional, todo lo que ha pasado.
También la coyuntura de la nueva Junta Administradora prácticamente en pocos años hemos venido intentando mejorar lo del Fondo y analizar los estudios actuariales, interpretarlos, verlos, cómo mejorar las resoluciones que se hacen y durante todas las sesiones que se gestan y los Comités, hemos intentado que el Fondo salga avante y poco a poco ha mejorado, entonces eso es un tema que quedó plasmado dentro de esta reunión que se hizo y considero que la información que se dio por supuesto fue fidedigna, real, que está documentada y que hubo una satisfacción manifiesta por parte de los magistrados y las magistradas respecto a eso, entonces creo que también es importante que quede documentado.
Nos pidieron en algún momento que, si íbamos a entregar un documento, si íbamos a entregar la presentación, se dijo así, no sé si se va a presentar un documento, no sé a quién, a Corte Plena, que quede documentado lo que se vio y por lo menos la exposición de don Oslean porque una magistrada dijo que si íbamos a pasar la presentación después, no sé cómo manejamos eso, pero respecto a lo que se hizo el día de ayer estuvo muy bien de parte de todos y nuestra posición firme, en pro del mejoramiento de las jubilaciones y pensiones de este régimen nuestro, y estamos haciendo las cosas de la mejor manera, con todas las situaciones externas e internas de los mercados pero seguimos adelante tratando de hacer un Fondo más sano cada vez y más robusto para el beneficio de todos los dueños y conglomerados; esa sería la posición mía para que quedara por ahí también plasmada, muchas gracias”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, señala: “Es interesante porque esto nace como ustedes lo han dicho del reportaje, y lo que tuvimos ayer realmente no fue una comparecencia, fue una reunión con la Corte Plena que es una diferencia importante que tenemos, nosotros no fuimos cuestionados por Corte Plena ni mucho menos, sino que fuimos invitados a una reunión que fue acordada la semana anterior en sesión de Corte Plena y esto es muy importante hacer la diferencia.
Nosotros atendimos una reunión con la Corte Plena, y esto que dice Parris me parece oportuno que luego se remita porque don Orlando al cierre hizo ver de que luego iban a ver cómo incorporaban eso en un acta de la Corte Plena, el tema de la reunión entonces sería oportuno, quizá nada más una nota muy simple que en atención a la reunión de tal fecha, que fuimos nosotros citados y tal cosa, se adjunta la presentación de ese día, una nota, así como de tres líneas y punto.
Y sí, hacer ver que producto de la reunión, como dicen don Parris y don Arnoldo, el tema no solamente fue ir a exponer y como atender las dudas de esas personas de La Nación, que también hay que hacer ver que la Junta atendió a los periodistas el viernes pasado y que también por ahí salieron unas publicaciones, como un tipo de respuesta y atendiendo a las dudas de las personas de La Nación.
Pero en el tema de ayer, de la reunión, tengo que manifestar muy complacido, no solamente con el tema de lo que se expuso tanto por parte de don Juan Carlos, de don Oslean y la participación de don Parris también, sino la respuesta que tuvimos de los magistrados y magistradas, hacer ver que nosotros hemos trabajado en forma honesta, que hemos sido voluntarios, eso es un tema que hay que hacer la diferencia.
Y finalizar con el tema de que sigamos adelante, creo que nosotros nos apegamos a las reglas del juego, para decirlo de alguna manera, y que la respuesta de la Corte Plena, eso es lo que nosotros hemos hecho, trabajar de forma limpia, honesta, publicando todo, que es un tema y a pesar de cualquier diferencia que se pueda generar en diversos criterios al final somos un equipo de trabajo y ayer se demostró eso ahí”.
De acuerdo con las manifestaciones anteriores, se adjunta a continuación, la presentación proyectada ante las magistradas y los magistrados de la Corte Suprema de Justicia el lunes 5 de junio del 2023.


Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: Tener por recibidas las manifestaciones plasmadas anteriormente por parte de las personas integrantes de este órgano colegiado, referente a la reunión con los magistrados y las magistradas de la Corte Suprema de Justicia, celebrada el lunes 5 de junio del 2023. 
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc136625976][bookmark: _Toc136696601][bookmark: _Toc136625978][bookmark: _Toc136696603]ARTÍCULO III 
Documento N° 340-2022 / 522-2023
En sesión N° 019-2023 celebrada el 2 de mayo de 2023, artículo XII, previamente a resolver lo correspondiente, trasladó las observaciones realizadas por la ANPROJUD mediante oficio N.° 019-ANPROJUD-2023 del 12 de abril de 2023 y por la ASOSEJUD en oficio N.° 11-PRES-2023 del 20 de abril del 2023, al máster Raúl Hernández González, actuario matemático, a fin de que se refiera a dichas observaciones sobre el informe “Valuación actuarial del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, periodo 2022”.
Conoce esta Junta, el oficio N° 0189-DJA-2023 del 23 de mayo de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante el cual remite propuesta de respuesta en atención al oficio N° 019-ANPROJUD-2023 con fecha 12 de abril de 2023 de la Asociación Nacional de Profesionales del Poder Judicial (ANPROJUD), donde se realizan observaciones con respecto al estudio actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al 31 de diciembre 2022.
El citado informe literalmente dice:
“En atención al oficio N° 019-ANPROJUD-2023 con fecha 12 de abril de 2023 de la Asociación Nacional de Profesionales del Poder Judicial (ANPROJUD), donde se realizan observaciones con respecto al estudio actuarial del FJPPJ al 31 de diciembre 2022, se indica lo siguiente: 

	OBSERVACIÓN ANPROJUD
	COMENTARIO

	Consideramos que se presentan imprecisiones sobre el impacto que generó y generara la Ley Marco y la Ley de Empleo Público, por ejemplo, la Corte plena aún no define como quedaran los salarios globales, lo cual, si es definido en los próximos días, variara los cálculos y las proyecciones realizadas. No se puede trabajar sobre la base de especulaciones, se utilizan bases históricas en estudios actuariales.
	Las proyecciones se realizan de acuerdo con las metodologías actuariales validadas y utilizadas en el mercado. El informe actuarial 2022, considera la información vigente disponible al momento de su confección, por lo cual futuros impactos de aplicación de índole legal serán abordados en los informes que oportunamente se realicen. 
Esto de acuerdo con lo que solicita la Superintendencia de Pensiones (SUPEN).

	Se habla de recortar beneficios, para se limita a eso, temas como los aportes de los jubilados y pensionados a la Caja Costarricense del Seguro Social, buscar mejoras en las inversiones, como créditos a las y los empleados, jubilados y pensionados del régimen, vemos como los ingresos por intereses van a la baja, pero cuando se realizan las propuestas de créditos a instituciones crediticias se toma en una cuenta tasas de interés recibidas, no se proyecta a largo plazo lo que se lograría en las tasas de los créditos y el beneficio social. Es necesario discutirse en mesas de trabajo en tres vertientes ingresos por inversiones, egresos por beneficios para alinearlos a la realidad, analizar las reglas que a hoy se utilizan para invertir y cuales podrían cambiar.
	Las conclusiones y recomendaciones para mejorar la solvencia del FJPPJ se someterán a valoración con el proyecto de reforma de ley que promoverá la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Existe toda la disposición para participar en sesiones de trabajo que permitan analizar los temas actuariales del FJPPJ.

	Durante los últimos 7 años, el fondo muestra una rentabilidad promedio de 4.63%, como se puede observar en el Gráfico 5.6, a pesar de la rentabilidad real observada en el 2022, la cual fue de -10.23%. Si el análisis, no toma en cuenta la valoración, la rentabilidad real del fondo para el 2022 es de -1.83%. Este dato es grave, porque del total de caída del rendimiento que en apariencia se podría justificar por el tema de valoración de mercado, lo que la SUPEN llama minusvalías, se observa que la Administración del Fondo, dadas sus decisiones de inversión provocó la pérdida de 1.83%. Es decir sin el efecto de valoración, la Administración generó esa pérdida, que en colones sería de 12.917.52 millones de colones. Y la Minusvalía del Mercado que es recuperable por valoración sería de 59.293.52 millones. Pero los 12 mil millones no son recuperables, es una perdida provocada por las decisiones de Inversión y la Junta es directamente responsable de ella. Esto lo podemos ver el cuadro 5.5, el 2021 cerró con un rendimiento real del 11.48%, producto de las decisiones tomadas en inversiones (títulos, emisores, moneda, plazos) y si al 2022 le quitamos las minusvalías del mercado, la Administración generó pérdidas del 1,83%, es decir en total de un año al otro (sin efecto del mercado) la Administración provocó una pérdida del 13.31% en los rendimientos. Esto representa 96.882.82 millones de colones. Mediante promedio se diluyó la perdida sufrida en el 2022, es la misma herramienta que utiliza los ROP para disfrazar las perdidas.
	El promedio nominal de la rentabilidad del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante los últimos 7 años, sin considerar valoraciones, fue de 7.32% mientras que el rendimiento real, llegó a niveles de 4.55%; esto aun considerando períodos de alta volatilidad en el tipo de cambio y ciclos hiperinflacionarios atípicos, producto de lo sucedido con los problemas en la cadena de suministros, la inflación de los EE. UU, si se incluye el resultado de la valoración a precios de mercado (minusvalías/plusvalías), el rendimiento nominal tuvo durante ese periodo un nivel de 7.34% nominal y 4.63% real; con las mismas condiciones, sin embargo, hay que abonarle el aumento que tuvieron las tasas de interés tanto a nivel interno como externo, impactando en contraposición el precio de los activos y reduciendo el valor del portafolio; situación que adoleció generalizadamente la mayoría de las carteras de inversión.
Teniendo en cuenta lo expuesto anteriormente, cabe recalcar que, ciertamente existe una rentabilidad real para el periodo 2022 de -1.83%, no obstante, la rentabilidad nominal es de 5.90% (cuadro 5.6); es importante aclarar que, la pérdida indicada de 13.31% es incorrecta, ya que se está comparando un rendimiento de 11.48% (incluidas valoraciones) con un rendimiento de -1.83% (no incluidas valoraciones), siendo lo correcto comparar el 5.54% de 2021 con -1.83% de 2022, dado que este resultado no considera valoraciones, el hecho de que sea negativo, obedece en gran medida al nivel de inflación (7.88%) de la economía para el año 2022, dato no observado en la última década. El desempeño nominal del Fondo fue de un 5.90%, lo que representa que se obtuvieron ingresos netos por el orden de los     ¢ 39,835 millones, si bien al deflactarlo se obtiene un resultado de -1.83% esto no involucra el registro de pérdidas y solo se calcula como una medida de comparación entre el desempeño del Fondo y el crecimiento de los precios en la economía. Finalmente, al tratarse de metodologías distintas en su registro, no es razonable realizar una comparación directa con el Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias (ROPC). 

	Por lo anterior, es muy importante que primero el Comité de Inversiones y principalmente la Junta, estén monitoreando el mercado para hacer una administración activa del portafolio, dinamizarlo y tener presente cómo se invierte: título, moneda, plazo. Y eso debe ser el día a día, para no solo comprar, sino salir a vender los títulos que se espera afecten de forma negativa y hacerlo de manera oportuna, para eso se cuenta con profesionales en esas áreas, que rinda informes trimestrales del trabajo realizado.
	La dinámica diaria de la gestión de los recursos disponibles consiste en un seguimiento constante (intradía) del mercado de valores local e internacional, se analizan las diferentes oportunidades que se presentan, para ello se utilizan herramientas tales como SIOPEL (sistema de la Bolsa Nacional de Valores), Bloomberg (plataforma de análisis y seguimiento del mercado internacional), así como modelos internos de creación propia, que garantizan una gestión transparente, profesional y en aras de obtener siempre los mejores resultados para el Fondo y sus beneficiarios. Es de vital importancia señalar que, la Dirección de la JUNAFO prepara y expone los resultados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial ante el Comité de Inversiones, quien es el que dicta la estrategia de inversiones a seguir (con base en los análisis que se presentan por parte de la Dirección de la JUNAFO) y evalúa posteriormente su ejecución e impacto en virtud de dichos resultados. 
Adicionalmente las actas de las sesiones de Comité son conocidas y analizadas por la JUNAFO. Cabe destacar que, los informes mensuales de resultados del Fondo, la Planificación Estratégica de las Inversiones, y las Políticas de Inversiones (local e internacional) y de Liquidez son de acceso público y se encuentran publicadas en la intranet del Poder Judicial.

	Se insiste en realizar y proyectar escenarios con un sistema cerrado, es cierto que la SUPEN solicita esta propuesta, pero como lo sabemos la realidad del fondo es otra y con esa propuesta normalmente se presenta una situación caótica, siendo lo correcto tal como lo es el FPJ abierto, se presenta un escenario pesimista muestra un déficit de 954,340 millones de colones, una razón de solvencia de 69.76% y una prima media de 70.63% de los salarios, es necesario trabajar más este punto.
	Es importante indicar que, de acuerdo con el Reglamento Actuarial, en el Artículo N.° 7. Metodologías utilizadas y disposiciones por tipo de régimen, el Fondo de presentar los resultados y recomendaciones del estudio actuarial tanto con beneficios devengados como con población cerrada.
Para efectos del Estudio Actuarial del FJPPJ, este siempre presenta también un escenario con población abierta, con el fin de considerarlo dentro del análisis de los resultados.

	Por otra parte, se propone realizar una propuesta de modificación a la Ley Orgánica, a fin de dar mayor posibilidades a la Junta administradora, para aplicar cambios en los beneficios, de nuevo no se busca como mejorar la forma de inversiones, las recomendaciones son sumamente limitadas, podríamos decir que el país no se encuentra en un momento para llevar a la asamblea legislativa algún artículo sobre las pensiones y jubilaciones del Poder judicial, pues daría la oportunidad para aplicar las otras reformas que sabemos están en la corriente legislativa. Por otro lado si es posible revisar y actualizar el reglamento el cual fue creado antes de la Junta administradora y lo aprueba la Corte Plena.
	Referente a las manifestaciones plasmadas en este punto, es importante indicar que, por parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se está trabajando en una propuesta de reforma del Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en donde se están analizando las variables presentadas por el actuario matemático, sin embargo, que se estén analizando, no significa que se acogerán. Además, se están valorando otras alternativas en cuanto a los beneficios que se otorgan y las posibles metodologías de inversión, siempre con la visión de implementar otras opciones para mejorar los rendimientos de nuestros Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Por otra parte, se entiende que incorporar en la corriente legislativa una reforma de Ley, puede resultar contraproducente, sin embargo, esto no significa que, por parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no se puede dejar de realizar esfuerzos para buscar mejoras en los preceptos establecidos en la normativa, tomando en consideración que por recomendaciones de la misma Superintendencia de Pensiones, se han hecho observaciones a la Junta Administradora para implementar iniciativas de reformar nuestra regulación, buscando variaciones en beneficios del fondo. Bajo esta premisa, la proactividad del órgano no se puede detener en este ámbito.
Finalmente, es menester aclarar que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, elaboró con su entrada en vigencia el Reglamento General del Régimen del Fondo De Jubilaciones y Pensiones Del Poder Judicial, el cual se encuentra vigente, mismo que fue aprobado por la Superintendencia de Pensiones, asimismo, en sesión N° 007-2023, celebrada el 21 de febrero 2023, artículo V, se realizó una actualización al documento, mismo que se encuentra al alcance del público en general en la página oficina de la JUNAFO.

	En la recomendaciones y conclusiones del estudio actuarial, se va por lo más sencillo que es afectar las pensiones actuales y futuras. Sin ni siquiera, medir el efecto de las medidas, además que pasa con los derechos adquiridos y reformas legales y la protección de los 18 meses (al menos) ante una nueva reforma que cercene los derechos actuales y de las personas activas, no se presenta propuestas técnicas para mejorar la salud actuarial El informe debe recomendar para mejorar el sistema, estas mejoras deben ser para todos en equidad, dejar de lado estas recomendaciones anteriores, fue lo que en el pasado generó la situación actual.
	Las conclusiones y recomendaciones para mejorar la solvencia del FJPPJ se someterán a valoración con el proyecto de reforma de ley que promoverá la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

	Insistimos que no se observan en la propuesta del análisis de las recomendaciones que realiza la auditoría interna y externa.
	Las conclusiones y recomendaciones para mejorar la solvencia del FJPPJ en el estudio actuarial al cierre del 31 de diciembre del 2022, son similares a las presentadas en los dos últimos estudios y a las presentadas en la Auditoría Externa Actuarial.
Actualmente la Auditoría Interna de la JUNAFO, no ha presentado recomendaciones con respecto al estudio actuarial. 

	Debe presentar la JUNAFO una hoja de ruta y mantener información mensual del avance en la construcción del sistema de información. Este sistema debe tener 2 vertientes de información:
La relacionada con auditores, órganos de control y actuarios
Cotizantes funcionarios activos que quieren conocer de sus expectativas de jubilación (como en algún momento existió en la página de GH. Este último punto es muy importante para mantener a las personas informadas y en constante control y participación de los temas relacionados.
	El plan de acción N.° 0072022 presentado ante la SUPEN, se basa en la creación de un trabajo articulado en coordinación con la Dirección de Gestión Humana para el desarrollo de un informe personalizado para las personas trabajadoras de la institución, en cuanto al cumplimiento de requisitos jubilatorios (edad y tiempo servido), esto con el fin de mantener a las personas informadas respecto a sus condiciones particulares.

	Ofrecemos reunirnos con la junta administradora y el actuario, para debatir aspectos que consideramos de suma importancia.
	Existe toda la disposición para participar en sesiones de trabajo que permitan analizar los temas actuariales del FJJPJ.



Conforme con lo anterior, respetuosamente y si a bien lo estima, pueda ser sometido a consideración del cuerpo colegiado que usted representa, para que en caso de acoger dichas observaciones como propias se pueda responder a la Asociación Nacional de Profesionales del Poder Judicial (ANPROJUD)”.

- 0 -
Manifestaciones: 
Se le concede el uso de la palabra al máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO: “Por todo lo que conlleva esto y el trasfondo que pueda tener con cualquier asociación, me parece que la respuesta deberíamos de transcribirla por completo en el artículo, no solamente referirla en el archivo, porque es un trabajo que viene motivado por lo que generan en este caso esta asociación, como puede ser la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales - ASOSEJUD, o puede ser una cualquiera que sea, cualquier organización, entonces me parece que es importante hacer la anotación ahí.
No estoy de acuerdo en señalar que existe toda la disposición para participar en sesiones de trabajo que permitan analizar los temas actuariales del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – FJPPJ, porque no es lo procedente, me parece que podemos señalar que pueden ser recibidos en sesión de Junta, a fin de mantener una reunión aclaratoria, pero no sesión de trabajo, eso es otro concepto, eso conlleva a comprometerse, con cualquier organización, porque los productos que generan las sesiones de trabajo, se pueden entender como compromisos, y eso, es una valoración de esta Junta. 
Entonces me parece que lo prudente, no es que la respuesta está mala, es solamente que, en ese apartado, no es hacer sesiones, me aparto un poco en ese sentido de la propuesta de respuesta, lo único que haría es, que estaríamos en la mejor disposición de recibirlos en sesiones de Junta”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, indica: “En las consideraciones que hace don Rodrigo, como es sabido, he ido a reuniones con las personas de la NIC, ellos tienen una propuesta de una reforma a la ley en el sentido de que se les conceda al grupo que portan armas, una jubilación con 35 años, creo que dicen ellos, o 30, y 55 de edad, y en las mismas consideraciones, yo les dije a ellos en esas reuniones que nosotros los recibimos para que, nos reunamos en una sesión común nuestra, para que ellos expongan esas consideraciones y nosotros le demos la respuesta correspondiente que se debe, en ese sentido me parece que es igual a la de don Rodrigo, de recibirlos para aunar esfuerzos en lo relativo a la reforma a la ley nuestra”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocido el oficio N.° 0189-DJA-2023 del 23 de mayo de 2023 suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, y de respuesta al oficio N° 019-ANPROJUD-2023 con fecha 12 de abril de 2023 de la Asociación Nacional de Profesionales del Poder Judicial – ANPROJUD. 2.) Conceder audiencia a los representantes de dicha asociación, a fin de escuchar sus inquietudes referentes a las posibles reformas a la Ley del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – FJPPJ, así mismo, se hace la aclaración que es una comparecencia en la que esta Junta valorará las consideraciones que se expongan, y no una sesión de trabajo. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de conocimiento de la ANPROJUD para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc136625986][bookmark: _Toc136696608]ARTÍCULO IV
Documento N° 1127-2022 / 523-2023
Conoce esta Junta, el oficio N° 0182-DJA-2023 del 24 de mayo de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, que dice:
“Por medio del presente oficio, me permito hacer de su conocimiento, y del cuerpo colegiado que usted representa, las acciones realizadas por parte de la Dirección de la JUNAFO debido a la actualización del “Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”. 

Al respecto, es importante mencionar que, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.° 007-2023 celebrada el 21 de febrero de 2023 acordó:

“Se acuerda por unanimidad: […] 1.) Avalar las modificaciones propuestas por las personas integrantes de esta Junta Administradora, las cuales serán incorporadas en la versión final del documento. 2.) Incorporadas las variaciones deliberadas en el texto final, por lo anterior, se aprueba la modificación del Reglamento General del Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con las modificaciones propuestas por los integrantes de este Cuerpo Colegiado, contemplando las observaciones propuestas por la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, 3.) Por lo anterior, se adjunta la versión final del documento:




4.) Deberá la Secretaría de esta JUNAFO, coordinar lo pertinente para remitir a la Superintendencia de Pensiones la versión del Reglamento aprobado en el presente acto, considerando que esa entidad tiene su metodología para la recepción de este tipo de documentos. 5.) La Dirección y la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, tomarán nota para los fines correspondientes. […] (subrayado no pertenece al acuerdo original)

Debido a lo anterior, y como suceso relevante, la SUPEN por medio del documento SP-R-2165-2023, de fecha 27 de marzo del 2023, aprobó: 

“La solicitud de reforma reglamentaria adoptada por la Junta Directiva de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la Sesión No. 007-2023, celebrada el día 21 de febrero de 2023, por medio del cual, se incluye la modificación de los artículos: 13, 17, 18, 20, 25, 26 27, 29, 32, 58 y 59, todos del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, remitidas a la Superintendencia de Pensiones mediante oficio No 0100-DJA-2023, de fecha 16 de marzo de 2023”. 

Considerando lo anterior, a continuación, se detallan las acciones efectuadas por la Dirección de la JUNAFO, para la publicación y comunicación de dicho reglamento, a las personas afiliadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial:

Considerando los tiempos de la Imprenta Nacional de Costa Rica, el lunes 08 de mayo del 2023, se publicó en el diario oficial La Gaceta, la actualización del “Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.

Los días 12 y 15 de mayo del presente año, se les comunicó mediante correo electrónico institucional, cápsula informativa de la actualización del reglamento a las personas trabajadoras activas del Poder Judicial, así como a las personas jubiladas y pensionadas.

Se realizó la actualización del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la página web del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, según se evidencia en el link indicado en la sección de anexos. 

De tal manera, se da por atendida la solicitud emitida por el estimable Órgano Máximo de Dirección, por lo cual se procede con el archivo de la presente gestión. En espera de que la información aquí acontecida le sea de utilidad, (...)”.

-0-
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: Tener por recibido el informe rendido por la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 0182-DJA-2023 del 24 de mayo de 2023, en relación con las acciones realizadas debido a la actualización del “Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO V
Documento Nº 519-2023
Conoce esta Junta, el oficio N° 0313-JP/DJA-2023 del 22 de mayo de 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino, Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, que dice:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a las solicitudes de pensión incoadas por la señora Carmen Eugenia Meléndez Asensio, cédula de identidad 01-0565-0521, en calidad de cónyuge sobreviviente y de la joven María Fernanda Gómez Calvo, cédula de identidad 01-1834-0880, en calidad de hija del jubilado judicial fallecido Francisco Gómez Ajoy, cédula de identidad 06-0129-0025, cuyo deceso acaeció el 03 de enero de 2023.

Origen

Esta Dirección recibió las gestiones de las personas interesadas en las siguientes fechas: 

El 19 de enero de 2023 (9 días hábiles después del fallecimiento), se recibe la solicitud de Carmen Eugenia Meléndez Asensio, en calidad de cónyuge sobreviviente.

El 03 de febrero de 2023, (20 días hábiles después del fallecimiento), se recibe la solicitud de la joven María Fernanda Gómez Calvo, en calidad de hija.

Para tales efectos, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de las valoraciones socioeconómicas de las personas solicitantes. 

Valoraciones socioeconómicas practicadas

Mediante informes N.° 23-000261-0160-TS y N.° 23-000121-721-TS, recibidos por esta Dirección el 24 de abril 2023 y el 28 de marzo de 2023 respectivamente, suscritos por la Licda. Carmen Lineth Chinchilla Fallas y la Licda. Haydee Castro Chavarría, peritas del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Carmen Eugenia Meléndez Asensio y de la joven María Fernanda Gómez Calvo, respectivamente.

Consideraciones más relevantes de los estudios socioeconómicos de acuerdo con el criterio de las Profesionales en Trabajo Social

 Carmen Eugenia Meléndez Asensio:

Se valoran las condiciones de la señora Carmen Eugenia Meléndez Asencio cédula 01-0565-0521, de 61 años, viuda, con estudios superiores completos, se desempeña como docente en la Escuela República de Chile. Justifica este proceso, ya que considera que junto a su esposo Francisco Gómez Ajoy, asumían los gastos familiares; además, su esposo colaboraba en los gastos de su hijo de nombre Fernando Gómez, de 38 años, el cual en su opinión presenta dificultades (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), por lo que, no mantiene actividad laboral desde hace cinco años, se mantiene dependiente a sus progenitores; además, considera gastos médicos personales, que solventaba con apoyo. En este sentido, se destaca que su hijo no cuenta con procesos de pensión por invalidez o de dependencia económica para sus progenitores.

Oriunda de la comunidad de San Sebastián, proviene de familia nuclear, conforma grupo filial de nueve miembros, ocupando segunda posición, describe desarrollo de roles parentales desde su niñez en el cuido de sus hermanos menores, con satisfacción de necesidades básicas.

Ingresó al sistema educativo a la edad correspondiente, identifica situaciones de cambio a la edad de 16 años, momento en el cual fallece su padre por problemas de salud, en ese momento estaba terminando la secundaria, presenta matrimonio a la edad de 17 años, con el señor Francisco Gómez, él de 22 años en ese momento, mantuvo matrimonio por 43 años, niega la presencia de separaciones previas, describe que mantenían comunicación constante y la toma de decisiones era compartida, procreó dos hijos Francisco Esteban de 43 años, estudió Administración de Empresas, soltero, trabaja períodos en Estados Unidos o en el país, por lo que cuando regresa a Costa Rica se ubica en su domicilio.

Fernando de 38 años, con estudios superiores en Diseño Publicitario, desempleado, con interés en el área artística, lo cual, en su opinión, no puede ejercer por sus problemas de salud, agrega problemas (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), que lo mantienen pasivo y sin establecer actividades remuneradas.

A la edad de 18 años, procreó a su primer hijo, hasta los cuatro años retomó los estudios universitarios, por lo que inicia actividad laboral alrededor de los 25 años, como docente, contaba con el apoyo de su esposo para el cuido de sus hijos y de la abuela paterna, niega la presencia de situaciones de riesgo en la dinámica familiar, detalla que ambos mantenían los gastos compartidos, en cumplimiento de las necesidades básicas. Explica que su esposo estudió Educación Física y se desempeñaba como docente, luego hizo estudios de administración de empresas y avanzó en la carrera de Agronomía, después ingresa al Poder Judicial a la edad de 23 años, en distintos puestos judiciales, siendo su última función en la Jefatura de Cárceles y Transportes del II Circuito Judicial. Se pensiona a la edad de 53 años, hace 13 años, explica independencia en sus actividades diarias, hasta el mes de octubre de 2022, inició con problemas (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), sin realizar actividades domésticas, desde noviembre contrató personal de apoyo, con horarios cambiantes entre media jornada o tiempo completo, fallece en el mes de enero por presencia de infarto.

La persona referida, niega la presencia de conflictos a separaciones a nivel de pareja; sin embargo, en consulta del Tribunal Supremo de Elecciones, se identifica que el señor Gómez, procreó una hija María Fernanda Gómez Calvo, la cual nace el 27 de enero de 2002, de la cual no se obtiene información durante la entrevista. Con respecto al domicilio se mantuvieron alquilando por alrededor de 12 años, luego compraron casa en Sebastián y en Zapote se ubican desde hace 13 años, la cual tiene una hipoteca de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Al momento de muerte de su esposo, residían con sus dos hijos, la vivienda cuenta con tres habitaciones, cada uno con su habitación. En visita domiciliar se observa la misma en adecuadas condiciones de conservación y seguridad.

Explica que su hijo Francisco apoyó en la organización económica y en el cuido de su esposo, no permanece de forma estable en su vivienda, sólo cuando está en el país, colabora en gastos de alimentación, alrededor de ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) colones. 

Considera que su esposo contaba con un ingreso aproximado a un millón de colones, ambos mantenían independencia en sus cuentas, pero considera que los gastos eran compartidos, su aporte de salario es aproximado a los ¢ 800,000.00 colones. 

Durante el período previo al deceso de su esposo, explica la presente organización económica.

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Explica el uso de ahorros con el fin de atender las necesidades especiales de su esposo en sus últimos meses, ya que los ingresos fueron insuficientes para ese momento.

Después del deceso de su esposo explica la siguiente organización:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

En la actualidad, la persona referida niega contar con ahorros de su esposo, ni apoyo de sus hijos, de los cuales uno se mantiene activo laboralmente para una empresa en Estados Unidos, del cual niega conocer sus ingresos, en su hijo Fernando, explica dependencia económica hacia su persona, presenta una resonancia magnética que indica:

1. (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). 

Indica que sólo cuenta con su salario, en este sentido, en su opinión espera el monto de beneficio de su esposo de al menos un millón de colones, con el fin de poder mantener su calidad de vida, en su declaración jurada de egresos hace mención de un monto de 2 millones de colones. En función de su proceso de duelo no reconoce gastos en el ámbito de la recreación.

En relación con su salud, detalla distintos seguimientos médicos, según refiere presenta diagnósticos por antecedentes de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).”

2) María Fernanda Gómez Calvo:

“La joven Gómez Calvo solicitó la pensión en calidad de hija del jubilado fallecido, el señor Francisco Gómez Ajoy. 

La referida es costarricense con cédula de identidad 1-1834-0880, 21 años, soltera, sin hijos, secundaria completa, se desempeña en call center. 

María Fernanda procede de familia reconstituida, en la escala filial ocupa el último lugar en un grupo de siete hermanos y hermanas. 

De su progenitor manifestó que no mantuvo vínculo afectivo ni comunicación, limitándose al aporte de la pensión alimentaria dictada por sentencia firme en el año 2006.

Del ámbito educativo refirió haber concluido exitosamente la secundaria, con la expectativa de cursar la carrera de medicina, sin embargo, debido a limitaciones económicas no logró ingresar. Debido a su interés por lo académico ingresó a estudiar inglés en el Centro Cultural Norteamericano, alcanzando hasta el quinto nivel, siendo excluida por la situación económica.

Al momento de la valoración manifestó estar cursando el primer nivel del idioma "portugués" en una academia, mediante la modalidad virtual.

Del ámbito laboral se registra que desde noviembre del 2021 y hasta la actualidad labora en un “call center” en el área de servicio al cliente, no obstante, su expectativa es ingresar a la carrera universitaria en ciencias de la salud.

Actualmente conforma grupo familiar con:

Sra. Eliette Calvo Madrigal (progenitora), 57 años, divorciada, contadora privada, labora por contrato en asociaciones de desarrollo.
Sr. Luis Andrey Ureña Amador, (padrastro), 38 años, soltero, sin estabilidad laboral y sin patrono, trabaja en el área de construcción.
Sr. Diego Vinicio Rodríguez Calvo (hermano), 25 años, soltero, se desempeña en UBER.
Sobrino: Samuel Rodríguez Sánchez (hijo de Diego), 3 años, sin escolaridad.

En cuanto a la situación económica manifestó haber dependido económicamente de la progenitora, quien desde su nacimiento se responsabilizó de satisfacer las necesidades materiales complementando con la pensión alimentaria.

La entrevistada reconoce la pensión como un rubro primordial para satisfacer las necesidades materiales, siendo que su madre y padrastro carecen de ingresos estables, al momento de la valoración el señor Ureña presentaba 5 meses sin empleo.

La progenitora por su parte, presenta "(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)", conllevando a que durante algunos períodos no labore, lo que fue corroborado con la señora Calvo mediante entrevista focalizada.

El hermano mediante declaración jurada indicó que alquila el vehículo con el que labora en la plataforma UBER, siendo que los ingresos que percibe en algunas ocasiones no le permiten satisfacer plenamente las necesidades propias y de su hijo Samuel.

Los ingresos del grupo familiar corresponden a lo siguiente:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Mediante declaración jurada se detallaron los siguientes egresos:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Del cuadro anterior y de la correlación ingresos - egresos se desprende que el grupo familiar presenta un remanente de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), sin embargo, no se consideraron rubros como recreación, vestido y calzado, así mismo se expuso que alimentación y verduras son fluctuantes porque no siempre se satisfacen plenamente, lo que a su vez ha conllevado a que en ocasiones se utilice la tarjeta de crédito, lo que se refleja en el cuadro.

La referida manifestó no presentar enfermedades que ameriten control ni tratamiento médico. Se encuentra como asegurada directa, según consulta a validación de derechos de la Caja Costarricense de Seguro Social.

La vivienda se encuentra a nombre de la madre, lo que fue corroborado con el Registro Nacional de la Propiedad.

El inmueble presenta en su interior áreas inconclusas, particularmente en el dormitorio de la madre, explicando la señora Calvo que inició hace varios años y debido a la carencia de recursos económicos no ha logrado concluirla.

La joven María Fernanda registra a su nombre dos vehículos, uno que presuntamente le pertenece al novio, quien por problemas crediticios para evitar un embargo lo registró a nombre de ella, presentó una nota de parte del señor Helder Francisco (presunto dueño) en la que hace referencia a lo descrito anteriormente.

El otro vehículo indicó haberlo comprado para el transporte al lugar de trabajo, siendo que presenta horario nocturno y en horas de la madrugada.

Expectativa del proceso "la pensión me ayudaría para seguir pagando mis necesidades y para estudiar medicina, que es la carrera que siempre me ha gustado.

Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N°. 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“[…] Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

Tienen derecho a pensión por orfandad:

Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:

1.1) Solteros menores de edad.

1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora (…)

“[…] Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

Datos de interés

La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Francisco Gómez Ajoy era de ¢1,741,091.04 (un millón setecientos cuarenta y un mil noventa y un colones con 04/100) mensuales en bruto.

Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspiran las solicitantes Meléndez Asensio y Gómez Calvo de aprobárseles la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge y padre, respectivamente, para este caso equivale a ¢ 1,392,872,83 (un millón trescientos noventa y dos mil ochocientos setenta y dos colones con 83/100) mensuales en bruto.

Respecto a los estudios para los hijos mayores de 18 y menores de 25 años de edad la Ley vigente establece que deben ser: “(…) reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora (…)” la negrita no pertenece al original.

De acuerdo con la documentación aportada por la joven María Fernanda Gómez Calvo, actualmente se encuentra matriculada en la Universidad Fidélitas, en la carrera de Bachillerato de Enseñanza de I y II Ciclo de la Educación General Básica. 

Sobre las posibles vigencias del beneficio, las dos solicitudes de pensión fueron presentadas de la siguiente manera:

El 19 de enero de 2023, un total de 9 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Gómez Ajoy, se recibió la gestión de la cónyuge sobreviviente Meléndez Asensio.

El 03 de febrero de 2023, un total de 20 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Gómez Ajoy, se recibió la gestión de la joven Gómez Calvo.

Conclusiones

El peritaje socioeconómico practicado la señora Carmen Eugenia Meléndez Asensio, es docente del Ministerio de Educación Pública y se demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Gómez Ajoy, ambos mantenían independencia en la administración del ingreso y dividían gastos del hogar, por lo que doña Carmen dependió parcialmente de los ingresos del jubilado fallecido, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente los convierte en sujetos del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N.° 228 de dicha Ley.

Por otra parte, para el caso de la joven María Fernanda Gómez Calvo, demuestra que el señor Francisco Gómez Ajoy ostentaba una pensión alimentaria para cubrir sus necesidades y estudios, por lo que también dependió de los ingresos de su padre.

Según certificaciones aportadas, se constató que ninguna de las dos personas solicitantes son beneficiarias de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuentan con ingresos por esta vía.

Según documentación aportada ambas se encuentran laborando por lo que cuenta con un salario mensual que les proporciona un ingreso mensual fijo. 

De lo concluido por las trabajadoras sociales encargadas de los peritajes, se extrae lo siguiente: 

Carmen Eugenia Meléndez Asensio:

“Se valoran las condiciones de la señora Carmen Eugenia Melendez Asencio de 61 años, viuda, con estudios superiores completos, se desempeña como docente en la Escuela República de Chile.

En función de su historia de vida, no se determina la presencia de factores de riesgo que pudieran incidir en su desarrollo, ni factores de riesgo a nivel personal. Establece relación de matrimonio desde sus 17 años, con relación por 43 años, hasta el mes de enero del presente en donde fallece el señor Gómez, al respecto niega la presencia de situaciones de riesgo en la dinámica de pareja, sin presentar separaciones, de dicha relación procrean dos hijos, uno en su opinión mantiene dependencia económica hacia su persona, sin contar con procesos que le acrediten y por parte de su segundo hijo, se mantiene económicamente activo a través de oficios profesionales en una empresa norteamericana, del cual niega apoyo económico; sin embargo, no es posible constatar dicha información.

En función de la organización económica de la pareja, describe que ambos mantenían independencia en la administración del ingreso, y dividían gastos familiares, la persona referida asumía el pago de la hipoteca y los servicios públicos y el señor Gómez principalmente la alimentación y la recreación. En este sentido, se valora el cumplimiento de los derechos básicos del núcleo familiar.

Durante el proceso de investigación, se identifica que la persona fallecida contaba con una tercera hija; sin embargo, la persona referida no hizo mención de ésta.

En la actualidad, la señora Melendez, indica que sus ingresos son insuficientes para mantener su calidad de vida, si bien hace mención de un monto de dos millones de colones al mes en sus gastos básicos, es posible detallar el monto de ¢1,297,474.00 colones de forma mensual. En función de la investigación realizada, se destaca la dificultad de evidenciar con facturas muchos de los gastos que refiere, ya que se realizan durante el año. “

María Fernanda Gómez Calvo:

“Según la información obtenida se determina que María Fernanda Gómez Calvo, desde su nacimiento ha vivido con la progenitora quien le ha brindado satisfacción de necesidades materiales y era complementado con el ingreso de la pensión que aportaba el jubilado fallecido desde el 2006.

Actualmente el grupo familiar de María Fernanda presenta inestabilidad en los ingresos, siendo que ella es la única persona que cuenta con trabajo estable, los otros miembros se encuentran insertos en la economía informal.

Aunado a lo anterior la progenitora ha presentado condiciones de salud mental que le afectan en el ámbito laboral y en su desempeño, así mismo al carecer de seguridad social, la hija (persona referida) compra los medicamentos y cancela la consulta médica privada en caso de requerirla.

María Fernanda posee expectativa de continuar estudiando e ingresar a la universidad, sin embargo, no ha sido posible por limitaciones económicas, siendo que según información aportada la mayor parte de su salario es invertido en necesidades como alimentación de su grupo familiar y en la mensualidad del vehículo que es un medio para trabajar y generar recursos.

Los ingresos de la joven son en dólares, siendo afectados mensualmente por las fluctuaciones de dicha divisa, al momento de la valoración representaba una disminución en relación con el mes anterior, lo que repercutía en recorte presupuestario y eventualmente en la calidad de vida.

Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N°.228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

Tomando en cuenta lo antes citado, es importante destacar que según constancia de salario del Ministerio de Educación Pública emitida el 09 de enero de 2023 y aportada por la señora Carmen Eugenia Meléndez Asensio, su ingreso fijo mensual es de ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

Del análisis del estudio de pensión de la cónyuge sobreviviente, es importante resaltar que este corresponde exclusivamente a la señora Meléndez Asensio, quien es la persona gestionante que cumple con los requisitos legales para optar por el beneficio del jubilado judicial fallecido Gómez Ajoy, razón por la cual, se determina que tanto los ingresos como los egresos a considerar del estudio socioeconómico son únicamente aquellos que ésta presente y se excluyen los atinentes a su hijo Fernando Gómez Meléndez, toda vez que es mayor de 25 años y en el caso específico de él no presenta de manera certificada una condición incapacidad absoluta y permanente para ingresar al mercado laboral y solventar sus propias necesidades.

En virtud de lo anterior, se determina no considerar del reporte de gastos incluido en el dictamen socioeconómico N.° 23-000261-0160-TS aquellos correspondientes al hijo de doña Carmen (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), ya que, de acuerdo con la normativa actual él no entra dentro del grupo de personas que pueden tener derecho a una pensión por fallecimiento. 

Lo anterior se sustenta en el artículo N.° 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente, específicamente en el apartado de “derecho a pensión por orfandad”, en donde especifica los elementos a tomar en cuenta para que estás personas puedan optar por un beneficio del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y de conformidad con el artículo N.° 11 de la Ley General de la Administración Pública, estamos apegados a cumplir literalmente con la normativa, en apego al principio de legalidad. 

Es por los motivos expuestos que, para efectos de la definición del porcentaje de pensión y tomado como referencia lo indicado en el estudio de trabajo social para la señora Meléndez Ascencio se contemplarán únicamente los siguientes egresos:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Cabe aclarar que el monto por hipoteca se mantiene, ya que, según consulta realizada a la página web del Registro de la Propiedad, esta se encuentra a nombre de doña Carmen.

Así las cosas, el monto a considerar por gastos será ¢ 997,474.00 (novecientos noventa y siete mil cuatrocientos setenta y cuatro colones con 00/100).

Finalmente, en cuanto a la dependencia económica de la joven Gómez Calvo, será considerado para la definición del porcentaje de pensión, el monto otorgado por concepto de pensión alimentaria reportado en el estudio socioeconómico N.° 22-000783-0729-TS y que según constancia de asignación mensual N.° 01340CC-FJP-2023, el monto deducido por pensión alimentaria al jubilado fallecido corresponde por ¢207,942.92 mensuales.

Recomendaciones 

Considerando que la señora Carmen Eugenia Meléndez Asensio, presenta un déficit económico de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) entre sus ingresos y egresos fijos, se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne sea el 20,00% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposo fallecido, el cual equivale a ¢278,574.57 (doscientos setenta y ocho mil quinientos setenta y cuatro colones con 57/100) monto con el cual se prevé cubrir el déficit que presenta. Esto a partir del 04 de enero de 2023, día siguiente de la fecha del fallecimiento.

Asimismo, considerando el monto que el señor Francisco Gómez Ajoy brindaba a su hija por concepto de pensión alimentaria[footnoteRef:1] por un monto de ¢207,942.92 (doscientos siete mil novecientos cuarenta y dos colones con 92/100) para solventar sus necesidades de manutención y estudio, se estima conveniente recomendar se le asigne igualmente un 20,00% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su padre fallecido, equivalente a ¢278,574.57 (doscientos setenta y ocho mil quinientos setenta y cuatro colones con 57/100). Esto a partir del 03 de febrero de 2023, día en que presentó la solicitud de pensión. [1:  Expediente: 06-000851-0256-PA] 


Cabe destacar que dichos porcentajes se definen en proporción a lo reportado en los estudios de intervención N.° 23-000261-0160-TS y N.° 23-000121-721-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, los cuales toman como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por la señora Carmen Eugenia Meléndez Asensio y la joven María Fernanda Gómez Calvo, respectivamente, en cuanto a los ingresos y egresos mensuales de cada grupo familiar, esto con el fin de que puedan solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1) Dictámenes Socioeconómicos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

2) Medios de notificación: 

(…)”

- 0 -
Manifestaciones:
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, manifiesta: “La propuesta viene para otorgarles un 20% del 80% a cada una, sin embargo, mi razonamiento, de acuerdo con el estudio socioeconómico dice que la señora doña Carmen dependió parcialmente de los recursos del señor don Francisco Gómez y por otra parte, la hipoteca que se debe; de acuerdo con el estudio; es una hipoteca que está a nombre de ella, y que es sobre un bien que fue producto del esfuerzo de ambos.
Es decir, esa hipoteca no se va a pagar porque el señor se murió, sino que ella va a tener que seguir cubriendo dicho monto o mensualidad, entonces no estoy de acuerdo con el 20% que se le otorga a la cónyuge supérstite”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, indica: “Estamos en la misma línea en el caso de la señora, en el caso de la muchacha, estoy totalmente alineado con lo que arroja el Departamento de Trabajo Social y Psicología y con lo que nos trasladan los compañeros de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO. 
En el caso de la señora Meléndez Asensio, analizando los factores que se indican, tanto en el estudio de Trabajo Social como lo comunicado en el oficio de la Dirección de la JUNAFO, con todo respeto, propondría aumentar el porcentaje propuesto, pasando de un 20% a un 40%, por los gastos que tiene la señora. 
Porque viendo los números y demás, que ellos generaron a través del informe de Trabajo Social, entonces yo había leído del tema y por lo menos, en el caso de la señora propondría pasar del 20 al 40%”.
El integrante presidente Segura Solís, consulta: “¿Don Rodrigo, usted en ese 40% está incluyendo ese monto de la hipoteca?”.
El integrante Arroyo Guzmán, responde: “Parcialmente, porque ella tiene también sus ingresos, pero el tema pasa don Juan Carlos por lo ajustado también que le quedaba la diferencia entre los gastos que ella tiene y los ingresos, entonces por eso yo propondría, con todo respeto, pasar del 20% al 40% para que pueda también tener esa parte, de cómo bien usted lo dice, que es de un gasto que también que compartía con el señor”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, consulta: “Totalmente de acuerdo con don Rodrigo del 40%, sólo que me queda la duda que leí por ahí que en esos casos de hipotecas tienen una póliza que cubre por fallecimiento del encargado que cubre esa póliza y las cancela”.
El integrante presidente Segura Solís, aclara: “Sí, pero es que en este caso el crédito está a nombre de ella no a nombre de él, si hubiese estado a nombre de él no hay ningún problema porque se cancela”.
El integrante Hernández Solano, prosigue: “De acuerdo con el 40% para la señora entonces”.
El integrante presidente Segura Solís, expresa: “Nada más que ahí, entonces tendríamos que fundamentar un poquito más el acto administrativo en cuanto al porcentaje que le estamos otorgando indicando que existen gastos que van a ser solventados por la conyugue sobreviviente que eran comunes entre ambos, tanto por ella como por don Francisco, entonces por eso es que se le otorga ese 40%. ¿Don Parris usted está de acuerdo? ¿Don Oslean?”.
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, indica: “Únicamente un asunto de forma para Annie, prosecretaria interina de la JUNAFO, en el acuerdo; en cuanto a la señora no hay problema en como está redactado, pero a la hija sí hay que hacerle un cambio en la redacción, hay que recordar que la hija se convierte en persona estudiante pensionada entonces, no es como que tenga de forma permanente ese 20%.
Ese 20% va a ser mientras cumpla con la normativa necesaria con respecto al estudio, hay que hacérselo ver, aclarárselo tal vez en la notificación; me parece que eso no está tan claro; es el punto 2 Annie”.
El integrante presidente Segura Solís, agrega: “Sí, en el punto 1 Annie, sube de un 20% a un 40%; ahí habría que hacer las modificaciones del caso”.
La licenciada Annie Ramírez Solano, prosecretaria interina de la Secretaría JUNAFO, expresa: “Exactamente, para el punto 1 sería la modificación del porcentaje y para el 2, hacer la aclaración de que, en este caso, sería mientras ella sigue siendo estudiante”.
El integrante presidente Segura Solís, indica: “Exactamente, y cumpla con los requisitos”.
El integrante Hernández Solano, interviene: “Hasta los 25 años”.
El integrante presidente Segura Solís, manifiesta: “Sí, pero siempre y cuando cumpla con los requisitos de estar estudiando en una institución respaldada por el Consejo Nacional de Enseñanza Superior Universitaria Privada (CONESUP). Es así, más o menos, ahí hay un machote de cuando le otorgamos el derecho a una persona pensionada estudiante, y luego fundamentar el aumento del 20% al 40%”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, expresa: “Yo estaría de acuerdo don Juan Carlos”.
El integrante presidente Segura Solís, aclara: “Muchas gracias, entonces si todos estamos de acuerdo así queda”.
Considerando:
[bookmark: _Hlk136613478]Con base en las manifestaciones plasmadas anteriormente, por parte de las personas integrantes de este órgano colegiado, tomando en consideración que, aunque en el informe emitido mediante el oficio N° 0313-JP/DJA-2023 del 22 de mayo de 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino, Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, se recomienda conceder un 20% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el jubilado judicial fallecido Francisco Gómez Ajoy, a la señora Carmen Eugenia Meléndez Asensio, en calidad de cónyuge sobreviviente; esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se separa de dicha posición, debido a que, analizando la información detallada en el informe técnico se visualiza con claridad que existe una dependencia económica y que, por lo tanto, se debe otorgar el 40 % del 80% para que la señora Meléndez Asensio pueda cubrir a cabalidad la totalidad de sus egresos.
Se acuerda:	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Carmen Eugenia Meléndez Asensio, cónyuge sobreviviente, y de la joven María Fernanda Gómez Calvo, hija del jubilado judicial fallecido Francisco Gómez Ajoy, así como los dictámenes socioeconómicos emitidos por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0313-JP/DJA-2023 del 22 de mayo de 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino, Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta Junta dispone: 1.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Meléndez Asensio, con los cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma 9544), y otorgarle el 40% del 80% del monto bruto de la jubilación que recibía el señor Gómez Ajoy, al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 04 de enero de 2023. 2.) Acoger la solicitud de pensión que formula la joven Gómez Calvo, con los cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma 9544), y otorgarle el 20% del 80% del monto bruto de la jubilación que recibía el señor Gómez Ajoy, al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 03 de febrero de 2023, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones que indica: “…en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión”. Así mismo, se hace la aclaración de que dicho beneficio se otorgará hasta que cumpla los 25 años de edad, siempre y cuando presente ante la Dirección de la JUNAFO la documentación que acredite que se encuentra realizando estudios académicos, así como los resultados obtenidos, ambos, de acuerdo con la periodicidad de su centro de estudio, de conformidad con lo establecido en el artículo N° 228, numeral 1.2, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual literalmente indica: “Tienen derecho a pensión por orfandad: (...) 1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora (…)”. Así como el cumplimiento de las directrices indicadas en el Reglamento General del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y con la Política de Estudiantes Pensionados. 3.) Notificar el presente acuerdo a las personas interesadas. 4.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc136625989][bookmark: _Toc136696611][bookmark: _Toc136625991][bookmark: _Toc136696613]ARTÍCULO VI
Documento Nº 520-2023
[bookmark: _Hlk137728758]Conoce esta Junta, el oficio N° 0309-JP/DJA-2023 del 22 de mayo de 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino, Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, que dice:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Guiselle Arroyo Argüello, cédula de identidad 09-0058-0331 en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Carlos Eduardo Rodríguez Núñez, cédula de identidad 02-0336-0806, cuyo deceso acaeció el 19 de noviembre de 2022.

Origen

Esta Dirección en fecha 15 de febrero de 2023 (52 días hábiles posterior a la muerte), recibió la gestión de la señora Guiselle Arroyo Argüello, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposo. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N°. 23-000212-0728-TS y recibido por esta Dirección el 14 de abril de 2023, suscrito por la licenciada Monzerratt Carvajal Barrios, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Arroyo Argüello.

Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

Con base en la investigación social realizada se desprende que la señora Guiselle Arroyo Argüello (solicitante) es una mujer de 65 años de edad, nacida en fecha 14 de julio 1957, con cédula 09-0058-0331.

La información recabada indica que doña Guiselle contrajo matrimonio con el señor Carlos Eduardo Rodríguez Núñez (jubilado judicial fallecido) cuando contaba con 26 años de edad, aproximadamente. Para entonces, el señor Rodríguez Núñez contaba con 25 años y laboraba para el Poder Judicial, desempeñándose como auxiliar judicial en la Fiscalía Adjunta del I Circuito Judicial de Alajuela y años después en el Juzgado Penal del mismo circuito judicial.

De acuerdo con lo que se refiere, el vínculo matrimonial entre los señores Rodríguez Arroyo prevaleció por treinta y nueve años sin separaciones y producto del mismo, fueron procreados tres hijos: Ana Laura, Carlos Enrique y Karla María, todos de apellidos Rodríguez Arroyo, quienes en la actualidad cuentan con 41, 38 y 37 años de edad respectivamente y son independientes al hogar de origen.

Según se indica, a lo largo de la convivencia familiar el señor Rodríguez Núñez se constituyó en la cabeza del hogar y principal proveedor económico, dado que, luego de renunciar a su trabajo en una entidad bancaria donde laboró por larga data, doña Guiselle se dedicó a atender los quehaceres domésticos, así como los requerimientos de la miembro menor de la prole, quien a la edad de 6 años aproximadamente, fue diagnosticada con (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) y la obligó a someterse a múltiples tratamientos médicos.

Transcurridos los años, cada uno de los miembros del grupo filial fue estableciendo su propio proyecto de vida e independizándose del núcleo de origen, siendo que, al reducir sus responsabilidades diarias en el hogar, la valorada tuvo interés en cursar estudios en contabilidad y posteriormente ejerció en el ámbito privado con el objetivo de tener ingresos económicos propios, sin embargo, dichos ingresos fueron fluctuantes y dependieron de la demanda de trabajo que se le solicitara. Lo anterior significó que posterior a realizar nuevamente labores remuneradas, doña Guiselle continuara dependiendo de los ingresos de su cónyuge y éste asumiera las responsabilidades económicas del hogar.

Cabe señalar que, de acuerdo con la información recabada, producto del ejercicio profesional a nivel privado, la valorada continuó cotizando para el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, lo que le permitió contar con una pensión a partir del mes de julio del año 2022.

Según manifiesta la señora Arroyo, el grupo familiar contó con estabilidad domiciliaria ya que al establecerse la unión matrimonial entre ella y el señor Rodríguez se realizó la compra de la vivienda donde se desarrolló la convivencia y con el paso de los años, se realizaron mejoras al inmueble con los recursos económicos de su esposo, hasta concluir la construcción en su totalidad.

De acuerdo con las aseveraciones de las personas entrevistadas, el señor Rodríguez Núñez se caracterizó por tener capacidad para mantener una adecuada organización y administración de los bienes económicos. Además, estuvo presente para atender necesidades materiales y emocionales de los miembros de su familia.

En cuanto a la dinámica familiar gestada en el grupo familiar, se reporta una interacción positiva y afectuosa entre los integrantes, carente de indicadores de violencia intrafamiliar o problemáticas sociales relevantes. Según se indica, el fallecido y su cónyuge mantuvieron participación continua en actividades religiosas dirigidas a la orientación espiritual de parejas en unión matrimonial (Encuentros Matrimoniales).

Según las aseveraciones de la señora Arroyo, siete años atrás a la fecha de la presente valoración social, su cónyuge presentó un (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) y un mes después del incidente aproximadamente, presentó un (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) que limitó sus movimientos y vista en la parte derecha del cuerpo. A raíz de lo expuesto, recibió atención médica que le permitió recuperarse gradualmente, sin embargo, sufrió un nuevo (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) en fecha 19 de noviembre 2022 que provocó su deceso.

De acuerdo con lo que se refiere, pese a los padecimientos de salud, el señor Rodríguez Nuñez se desenvolvió en forma independiente, manteniéndose a cargo de las responsabilidades del hogar (compra de alimentación, pago de servicios públicos, pago de impuestos municipales, pago de préstamos bancarios, entre otros) y se constituyó en un recurso de apoyo para sus hijos, encargándose de recoger a sus nietos de los centros educativos a los que asisten o bien, de llevarlos a actividades extracurriculares.

En cuanto a la atención médica del fallecido, se indica que mantuvo control mediante la CCSS. Asimismo, se refiere que fue riguroso y metódico en aspectos como la alimentación y la actividad física con el objetivo de mantener calidad de vida. Al momento de la presente investigación social, doña Guiselle conforma un hogar uniparental. Reside en una vivienda propia, la cual, durante la valoración de campo se observó en buenas condiciones de infraestructura, cuenta con los servicios básicos y el espacio físico adecuado para garantizar la seguridad, protección y privacidad de quien la ocupan.

De acuerdo con los datos obtenidos de la consulta al Registro Nacional, la propiedad cuenta con una extensión de doscientos seis metros con cuarenta y dos decímetros cuadrados y la señora Arroyo es dueña de la nuda propiedad. Además, se indica que posterior a pensionarse el señor Rodríguez, la familia adquirió una finca en la zona de San Carlos, la cual, según el Registro Nacional, cuenta con una extensión de cuarenta mil novecientos noventa y nueve metros con treinta decímetros cuadrados. En la actualidad, dicha propiedad cuenta con una casa de habitación y un espacio físico utilizado para la siembra de productos agrícolas para el consumo propio.

Paralelo a lo anterior, la señora Arroyo indica que recientemente ella y su esposo realizaron la compra de un vehículo mediante un financiamiento bancario. Durante la valoración social doña Guiselle se observó con un aspecto físico que denotó aseo, orden y cuido y un estado de ánimo tranquilo, con manifestaciones de llanto que asoció al duelo que experimenta por la pérdida de su cónyuge. Se percibió que no presenta dificultades para su desplazamiento de un lugar a otro, así como para verbalizar o escuchar.

En relación con su salud, no refiere padecimientos relevantes. De acuerdo con lo que se indica, posterior al deceso del señor Rodríguez Núñez, la pensión que disfrutaba fue retenida, siendo que, al constituirse en el principal ingreso con el que la referida contaba para cubrir sus demandas y necesidades, ha requerido desde entonces del apoyo que le brindan sus hijos(as) como medida temporal, en tanto logra acceder nuevamente al recurso económico de su esposo. Aunado a esto, cuenta con la pensión del Régimen IVM.

El grupo filial asume gastos del hogar de su madre, para lo cual cada uno realiza un esfuerzo en la organización económica ya que cuentan con responsabilidades y compromisos económicos en los grupos familiares que conforman en la actualidad. En el caso de la hija mayor, señora Ana Laura Rodríguez Arroyo, se indica que se desempeña como docente de inglés en una escuela pública de la zona de San Rafael de Alajuela. Es casada, tiene dos hijos de 18 y 13 años de edad y su esposo labora como chofer de camiones. No colabora con los gastos del hogar de la referida. Con respecto al segundo hijo, señor Carlos Enrique Rodríguez Arroyo, se refiere que es Ingeniero Electromecánico y labora para una empresa privada en una zona franca de Alajuela. Se encuentra casado y tiene una hija de 5 años de edad; su esposa es médico general. Actualmente el señor Carlos Enrique asume el pago de los servicios públicos del hogar de la referida (electricidad, agua potable y teléfono fijo).

La hija menor, señora Karla María Rodríguez Arroyo, labora para una entidad bancaria en Alajuela centro y cursa estudios universitarios en la carrera de Derecho. Está casada y tiene dos hijos de 13 y 4 años de edad. Su esposo labora como salonero en el restaurante de un hotel de Alajuela. Actualmente, doña Karla se encarga del pago de impuestos municipales y alimentos varios para la progenitora. Según lo reportado al momento de la valoración social, los ingresos del hogar de la señora Arroyo se detallan de la siguiente manera:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

En cuanto a los egresos mensuales reportados, se tiene que se distribuyen de la siguiente forma:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

En lo concerniente a gastos personales como prendas de vestir y calzado, se indica que se obtienen según se requieran, sin que se constituyan en un gasto fijo mensual.

De acuerdo con, la consulta realizada al Sistema Nacional de Información y Registro Único de Beneficiarios (SINIRUBE), la valorada no cuenta con beneficios económicos a nivel institucional.

Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (reforma N.° 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“[…] Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…] Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

Datos de interés

La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Carlos Eduardo Rodríguez Núñez era de ¢1,263,340.02 (un millón doscientos sesenta y tres mil trescientos cuarenta colones con 02/100) mensuales en bruto y en líquido (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Guiselle Arroyo Argüello de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢1,010,672.02 (un millón diez mil seiscientos setenta y dos colones con 02/100) mensuales en bruto.

En el dictamen socioeconómico se reportan egresos básicos mensuales de doña Guiselle por un monto de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). 

Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 15 de febrero de 2023, un total de 52 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Rodríguez Núñez. 

Conclusiones

El peritaje socioeconómico practicado a la señora Guiselle Arroyo Argüello, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Carlos Eduardo Rodríguez Núñez, era él quien asumía la totalidad de los gastos del hogar, por lo que la señora Arroyo Argüello dependía de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N°. 228 de dicha Ley. 

Según certificaciones aportadas por la señora Arroyo Argüello, se constató que desde julio del año 2022 es beneficiaria de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social y recibe un monto mensual de ¢355,205.90 (doscientos cincuenta y cinco mil doscientos cinco colones con 90/100), por lo que cuenta con ingresos por esta vía. 

Según lo concluido por la trabajadora social encargada del peritaje, a partir de la información obtenida de la investigación social, se tiene que la señora Guiselle Arroyo Argüello es una persona adulta mayor que mantuvo dependencia económica de su cónyuge desde el inicio de la convivencia matrimonial hasta el deceso del último ya que por larga data se desempeñó como ama de casa sin generar recursos económicos y durante el período en que ha realizado labores remuneradas, sus ingresos económicos han sido fluctuantes.

En la actualidad, la señora Arroyo depende en gran medida del aporte que le facilite el grupo filial para cubrir sus demandas y necesidades básicas, el cual se constituye en un apoyo temporal y obedece a que el ingreso por pensión del fallecido se encuentra retenido, ya que los tres miembros de la prole cuentan con sus propios grupos familiares y presentan compromisos económicos para con éstos.

Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N.° 228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

Finalmente, producto de información suministrada por la Trabajadora Social encargada del estudio y según consulta en el Registro Nacional de la Propiedad, la deuda del automóvil registrado dentro de la lista de egresos se encuentra a nombre de la persona fallecida por lo que no será contemplada, esto debido a que todas las entidades supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF) en el mercado poseen un seguro de saldos deudores por lo tanto dichas deudas se extinguen y no pueden considerarse en el presente estudio.

 En virtud de lo anterior, para efectos de la definición del porcentaje de pensión se contemplará un monto total de gastos por (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

Por otra parte, en cuanto a los ingresos no se considerará lo aportado por el grupo filial (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

Recomendaciones 

Considerando que los ingresos actuales de la señora Guiselle Arroyo Argüello son por un monto mensual fijo de ¢355,000.00 (trescientos cincuenta y cinco mil colones con 00/100) y que reporta un monto de egresos mensuales por (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) quedando un superávit de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), para cubrir gastos adicionales, se estima conveniente recomendar denegar la solicitud de pensión ya que se determina que existe la satisfacción de necesidades y que la señora Arroyo Arguello conserva un estilo de vida estable con la pensión que recibe. 

a) 	Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio N°. 23-000212-0728-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por la señora Arroyo Argüello en cuanto a sus ingresos y egresos mensuales, esto con el fin de que puedan solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)
Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Consulta Automóvil

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación:

(…)”
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Manifestaciones:
[bookmark: _Hlk135747277][bookmark: _Hlk135747129]El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Este acuerdo viene con dos propuestas, una es denegándole y una es otorgándole, pero en la segunda no viene el porcentaje, quería que viéramos las conclusiones del informe del Departamento de Trabajo Social y Psicología para determinar si están de acuerdo en acoger la opción 2.
Creo que es importante primero, votar si vamos a otorgar la opción 1 o la opción 2, y luego ver si vamos a acoger la opción 2, ver qué porcentaje se le otorga, entonces voy a someterlo a votación; votar 1 es, votar por denegarle la pensión, votar 2 es por acoger la solicitud de pensión y otorgarle un porcentaje que lo discutiríamos a continuación”.
Todos los integrantes de este órgano colegiado presentes votan por acoger la opción 2, la cual consiste en separarse de la recomendación de denegar la solicitud de pensión interpuesta por la señora Guiselle Arroyo Argüello, indicada en el oficio N° 0309-JP/DJA-2023 del 22 de mayo de 2023.
El integrante presidente Segura Solís, prosigue: “Ahora vamos a ver las conclusiones para ver qué porcentaje le damos. ¿Qué dice don Rodrigo, perdone?”.
El integrante Rodrigo Arroyo Guzmán, manifiesta: “Viendo los números y la diferencia que hay entre los ingresos y demás, tampoco es un tema como que tan elevado en el porcentaje a asignar; había visto con los números y lo que estoy proponiendo es asignarle un 10% del 80%, o sea un 10% del millón de colones que tenía más o menos de pensión para que le queden como cien mil colones adicionales, entre esa diferencia que está muy ajustada entre ingresos y egresos. Me atrevería en una asignación no muy alta en términos de pro fondo de un 10% del 80%”.
El integrante presidente Segura Solís, expresa: “Don Rodrigo, vea lo que dice las conclusiones: 
“(…) 

Según lo concluido por la trabajadora social encargada del peritaje, a partir de la información obtenida de la investigación social, se tiene que la señora Guiselle Arroyo Argüello es una persona adulta mayor que mantuvo dependencia económica de su cónyuge desde el inicio de la convivencia matrimonial hasta el deceso del último ya que por larga data se desempeñó como ama de casa sin generar recursos económicos y durante el período en que ha realizado labores remuneradas, sus ingresos económicos han sido fluctuantes.

(…)”

Nada más hago esa observación para efectos de aprobar el porcentaje”.
El integrante Arroyo Guzmán, dice: “Si señor, pero también tiene asignada una pensión”.
El integrante presidente Segura Solís, manifiesta: “Sí yo sé, pero ¿usted no cree que un 10% es un poco bajo?”.
El integrante Arroyo Guzmán, prosigue: “Pero vea los egresos que tiene, don Juan Carlos; esa es la razón, de lo que tengo entre los ingresos y los egresos. Entonces, la diferencia que tiene entre uno y otro, más bien si se quiere tiene un saldo como, no sé, menos de cien mil colones, entonces, ese es el tema, podemos definirlo entre todos si se requiere un porcentaje más alto; mi propuesta parte del hecho de los egresos y los ingresos que tiene la señora”.
El integrante presidente Segura Solís, expresa: “Bueno, de acuerdo con la propuesta de don Rodrigo, el porcentaje que le daríamos de acuerdo con los ingresos y los egresos que la cónyuge supérstite tiene, sería de un 10%.
Pero podríamos darle un 15%, ¿qué les parece?”.
El integrante Hernández Solano, interviene: “Estoy de acuerdo”.
El integrante Quesada Madrigal, responde “Sí yo también, de acuerdo con un 15%”.
El integrante presidente Segura Solís, expresa: “Entonces le otorgamos el 15% del 80%”.
El integrante Mora Valdez, dice: “Sí, señor”.
El integrante Quesada Madrigal, refiere: “Analizando bien la situación podemos considerar que el 15% sea un porcentaje adecuado respecto a lo que nosotros consideramos y de por sí, no estaríamos riñendo con la ley nada, pero hacer la salvedad que no se trata de una analogía, sino que es una consideración de nosotros según los gastos o ingresos que tenga esta persona beneficiaria entonces para verlo desde ese punto de vista”.
El integrante presidente Segura Solís, indica: “Muy bien, sería a partir del 15 de febrero de 2023”.
Considerando:
Con base en las manifestaciones plasmadas anteriormente por parte de las personas integrantes de este órgano colegiado, tomando en consideración que, aunque el informe emitido mediante oficio N.° 0309-JP/DJA-2023 del 22 de mayo de 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino, Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, se evidencia que la señora Guiselle Arroyo Argüello a lo largo de su vida conyugal con el señor Carlos Eduardo Rodríguez Núñez, dependió de los ingresos de su esposo fallecido; recomiendan denegar la solicitud de pensión ya que según indican se determina que existe la satisfacción de necesidades y que la señora Arroyo Arguello conserva un estilo de vida estable con la pensión que recibe por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social; esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se separa de dicha posición, debido a que, analizando la información detallada en el informe técnico se visualiza con claridad que existe una dependencia económica y que por lo tanto, se debe otorgar el 15% del 80% para que la beneficiaria pueda cubrir a cabalidad la totalidad de los egresos.
[bookmark: _Hlk136608793][bookmark: _Hlk136607752]Se acuerda:	1.) Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Guiselle Arroyo Argüello, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Carlos Eduardo Rodríguez Núñez, el dictamen socioeconómico N.° 23-000212-0728-TS, suscrito por la licenciada Monzerratt Carvajal Barrios, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, así como los elementos considerados en el oficio N.° 0309-JP/DJA-2023 del 22 de mayo de 2023, considerando que se cumplen los presupuestos establecidos en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se acoge la solicitud de pensión formulada por la señora Arroyo Argüello, otorgándole el 15% del 80% del monto de la jubilación que recibía el señor Rodríguez Núñez al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 15 de febrero de 2023, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones que indica: “…en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión”. 2.) Notificar el presente acuerdo a la persona interesada. 3.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para los fines correspondientes. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO VII
Documento N° 531-2023
Conoce esta Junta, el oficio N° PJ-DGH-SAS-1037-2023 recibido el 25 de mayo de 2023, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, así como las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden directora interina, subdirectora interina y jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, que dice:
“De conformidad con lo aprobado por el Consejo Superior en sesión N° 84-2020 celebrada el 28 de agosto de 2020, articulo XVI, se remite los estudios de reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado para efectos de jubilación N° RTFJP: 2023016 y RTFJP 2023017, para la aprobación correspondiente:

Reconocimiento de tiempo servido en otras
instituciones del Estado para efectos de
JUBILACIÓN

	NOMBRE:
	José Antonio Montiel Gómez

	N° CEDULA:
	05-0202-0080

	PUESTO:
	Custodio de detenidos

	OFICINA:
	Delegación Regional de Puntarenas

	LUGAR PARA NOTIFICACIONES:
	(…)

	FECHA DE PRESENTACION DE LA GESTIÓN:
	19/11/2022

	FECHA EN QUE COMPLETA LA GESTIÓN:
	19/11/2022

	RESULTADO DE ESTUDIO DE RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO EN OTRAS INSTITUCIONES DEL ESTADO PARA EFECTOS DE ANUALES Y JUBILACIÓN: 
	NÚMERO RTFJP:
	2023016

	
	TIEMPO POR RECONOCER:
	5 meses y 1 día

	
	MONTO POR REINTEGRAR:
	₡ 773,558.50

	
	INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:
	Acueductos y Alcantarillados - A y A

	
	NÚMERO RTFJP:
	2023017

	
	TIEMPO POR RECONOCER:
	6 meses y 16 días

	
	MONTO POR REINTEGRAR:
	₡ 1,194,970.07

	
	INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:
	Consejo Nacional de Producción

	OBSERVACIONES:
	El monto total por reintegrar se calcula a valor presente de conformidad con lo establecido en el Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial, artículos 12 y 13.

	RESUMEN RESPUESTA DE LA PERSONA SOLICITANTE A LA COMUNICACIÓN DE LA DEUDA:
	El señor Montiel Gómez mediante correo electrónico de fecha 26 de abril de 2023, nos comunica lo siguiente: “Una vez leído y comprendido el cuadro y el monto a rebajar para lo que a derecho corresponda, estoy de acuerdo en todos sus extremos se me deduzca de mi salario lo correspondiente”.



En caso de aprobarse los estudios RTFJP 2023016 y RTFJP 2023017, el tiempo total a reconocer es de 11 meses y 17 días, tiempo por el cual la persona solicitante deberá reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial un monto total de ₡1,968,528.57 (un millón novecientos sesenta y ocho mil quinientos veintiocho colones con 57/100).

(…)

Anexos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Estudios

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Respuesta comunicación de deuda

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

- 0 -
Se acuerda:	Una conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido el informe N.° PJ-DGH-SAS-1037-2023 recibido el 25 de mayo de 2023, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, así como las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden directora interina, subdirectora interina y jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, referente a los estudios de reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado para efectos de jubilación RTFJP 2023016 y RTFJP 2023017, gestionado por el señor José Antonio Montiel Gómez. 2.) Reconocer para efectos de jubilación, al señor Montiel Gómez el tiempo servido de 11 meses y 17 días laborados en Acueductos y Alcantarillados - A y A, y en el Consejo Nacional de Producción, según se detalla, para lo cual deberá reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones el monto de ₡1.968.528,57 (un millón novecientos sesenta y ocho mil quinientos veintiocho colones con cincuenta y siete céntimos), con la advertencia de que el reconocimiento se materializará hasta la cancelación total del monto adeudado, que se le deducirá de su salario en un 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarlo en las cuentas corrientes del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, CC-CR45015201229000003291 del Banco de Costa Rica, de previa coordinación, con la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO; el cual tomará para que solicite en favor del Fondo mencionado, el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana. 3.) La Dirección de la JUNAFO y la Dirección de Gestión Humana tomarán nota para los fines consiguientes. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc136626702][bookmark: _Toc136696617][bookmark: _Toc136696620][bookmark: _Toc34222242]ARTÍCULO VIII
Documento N° 122-2023 / 530-2023 / 545-2023
[bookmark: _Hlk129782041]El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 63-2015 celebrada el 9 de julio de 2015, artículo X, reconoció para efectos de anualidades y jubilación al licenciado Roberto José Moya Rucavado, Fiscal Auxiliar de la Fiscalía General de la República, 12 años y 5 días, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, a partir 25 de setiembre de 2014, con la obligación de que debía reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢53.981.096,23 (cincuenta y tres millones novecientos ochenta y un mil noventa y seis colones con veintitrés céntimos), que se le deducirían de su salario en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total.
En sesión N.° 007-2023 del 21 de febrero de 2023, artículo XVIII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice: 
“(…)

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, con el fin de que se realice el estudio al licenciado Roberto José Moya Rucavado, Fiscal Auxiliar de la Fiscalía General de la República, si en caso de incapacidad permanente o muerte, con los reconocimientos de tiempo servido y el tiempo laborado en el Poder Judicial, tendría derecho a una jubilación o los beneficiarios obtendrían derecho a una pensión por viudez u orfandad. 2.) Remitir a la Dirección de Gestión Humana, para que realice los cálculos del estudio que se le hizo al señor Moya Rucavado, para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado. 3.) Solicitarle al señor Moya Rucavado que, aclare si desea continuar haciendo el pago por reconocimiento de tiempo servido o prefiere que se le suspenda el rebajo del 10%”.

Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad”.

-  0-
En relación con lo anterior, conoce esta Junta, oficio N° PJ-DGH-SAS-931-2023 recibido el 24 de mayo de 2023 suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, así como las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden directora interina, subdirectora interina y jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial, que dice:
“(…)

Al respecto, se presenta la información correspondiente:

El Consejo Superior en sesión n° 63-2015 celebrada el 9 de julio de 2015, artículo X, acordó reconocer para efectos de anualidades y jubilación al licenciado Roberto José Moya Rucavado, 12 años y 5 días, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, a partir 25 de setiembre de 2014, con la obligación de que debía reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ₡53.981.096,23 (cincuenta y tres millones novecientos ochenta y un mil noventa y seis colones con veintitrés céntimos), que se le deducirían de su salario en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total.

Mediante sesión n° 12-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, articulo XIV, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial acoge en todos sus extremos el informe N° 211-03-SAFJP-2020 rendido por la Auditoria Judicial, referente al recálculo de los estudios de reconocimiento de tiempo servido señalados en dicho informe, entre ellos se encontraba el caso del señor Moya Rucavado.

Una vez que se aplicaron las correcciones requeridas en el sistema SIGA-FONDO, se procedió con el recálculo del estudio 2015082, de ahí que el monto a reintegrar por el tiempo reconocido se modificó a ₡51.969.510,43 (cincuenta y un millones novecientos sesenta y nueve mil quinientos diez colones con cuarenta y tres céntimos), es decir, se identificó una diferencia de ₡2.011.585,80 (dos millones once mil quinientos ochenta y cinco colones con ochenta céntimos) a favor del servidor.

Asimismo, es importante indicar que, para el caso de don Roberto se revisaron uno a uno los periodos y salarios ingresados en el SIGA-FONDO, y considerando los ajustes realizados a partir de las recomendaciones planteadas por la Auditoría Judicial es que en su momento se modificaron los cálculos, por lo que actualmente el monto a reintegrar se mantiene en ₡51.969.510,43 (cincuenta y un millones novecientos sesenta y nueve mil quinientos diez colones con cuarenta y tres céntimos).

Además, el señor Moya Rucavado hace referencia a que su estudio presenta inconsistencias con respecto a casos similares y grandes sumas de dinero de diferencia; sin embargo, debe considerar que los periodos laborados, salarios percibidos, fecha de la solicitud, el índice de inflación e intereses para cada uno de los periodos, son variables que marcan diferencia entre cada estudio.

Así las cosas, queda rendido el informe referente a los cálculos efectuados en el estudio de reconocimiento de tiempo servido del señor Roberto José Moya Rucavado, deseando que la información proporcionada en este documento logre aclarar las inquietudes del servidor.

(...)

Anexo:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

(...)”.
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Por su parte, el licenciado Roberto Moya Rucavado, fiscal auxiliar de la Fiscalía General de la República, mediante correo electrónico remitido el 29 de mayo de 2023, manifestó:
“Espero se encuentren bien. En atención a lo requerido por esta honorable Junta, les solicito respetuosamente suspender provisionalmente el rebajo del 10 por ciento (10%) que se aplica actualmente, considerando que podrían existir sumas pagadas de más de parte mía.

Adicional a lo anterior, les ruego me permitan esperar hasta que la Dirección de Gestión Humana, remita el informe que se echa de menos desde hace mucho tiempo, respecto al estudio, salarios y legislación aplicada para mi reconocimiento de tiempo servido para efectos de anuales y jubilación, para de esta manera, una vez que se cuente con ese insumo, tomar una decisión definitiva”.
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Manifestaciones: 
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Creo don Juan Carlos, que esto es un tema de “rebajo voluntario”, ya hay un cálculo, me parece que lo que hay que hacer es suspender el cobro y eso si advertirle al señor Moya que en el momento en que él desee reactivarlo, se van a tener que actualizar los estudios y los montos, si es que corresponden”.
[bookmark: _Hlk137711553]El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, señala: “Si correspondiera, si”
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, indica: “Disculpen, este tema se traía por que el señor había hecho una gestión donde decía que le parecía que la cantidad que le habían determinado era muy diferente a la que otro compañero tenía. Si ustedes ponen detalle a lo que está puesto en azul, lo que establece aquí es que el oficio PJ-DGH-SAS-931-2023 recibido el 24 de mayo, ya la Dirección de Gestión Humana responde donde alega que el señor tenía razón y en lugar de pagar cincuenta y tres millones novecientos ochenta y un mil colones, lo correcto es que pague cincuenta y un millones novecientos sesenta y nueve mil colones, es decir, pagaría dos millones menos de lo que se la había originalmente calculado. 
Respetuosamente, sugeriría tomar nota también del último apartado del señor:
“Espero se encuentren bien. En atención a lo requerido por esta honorable Junta, les solicito respetuosamente suspender provisionalmente el rebajo del 10 por ciento (10%) que se aplica actualmente, considerando que podrían existir sumas pagadas de más de parte mía.

Adicional a lo anterior, les ruego me permitan esperar hasta que la Dirección de Gestión Humana, remita el informe que se echa de menos desde hace mucho tiempo, (…)”.
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Siguiendo lo anterior, sugeriría que se le remita a don Roberto Moya Rucavado el nuevo cálculo, el nuevo ajuste correspondiente para que él determine si por voluntad desea seguir cancelando ese reconocimiento de tiempo servido o si lo suspende de forma definitiva, lo que si es cierto es que si hubo un mal cálculo en el monto original que se le había emitido al señor”.
El integrante presidente Segura Solís, señala: “Entonces, la propuesta de don Rodrigo me parece atinada, suspenderlo hasta tanto la Dirección de Gestión Humana realice los cálculos si es que están errados”.
El integrante Arroyo Guzmán, manifiesta: “Don Juan Carlos, es como lo dice don Oslean, ya hay un cálculo de la Dirección de Gestión Humana, lo que pasa es que posterior a eso el señor solicita que se le suspenda, entonces, okey, vamos a atender lo que él dice, se la vamos a suspender, pero eso sí, cuando se reactive por la misma solicitud que él plantee, nosotros tendríamos que hacer una revisión de los montos y actualizarlo, es un tema como lo dice don Oslean al cierre, es un tema que hay que trasladárselo a él.
Me parece que la solicitud que uno hace para que le reconozcan tiempo y demás es una cuestión voluntaria, el pago también, okey, nada más que usted tenga en cuenta que cuando usted quiera volverlo a reactivar, vamos a volver a ver si hay algún ajuste que realizar”.
El integrante presidente Segura Solís, dice: “Esta bien”.
Se le concede el uso de la palabra a la licenciada Annie Ramírez Solano, prosecretaria interina de la Secretaría General de la JUNAFO, agrega: “Disculpen, muy respetuosamente quería comentarles que tuve la oportunidad de hablar con el señor y cuando él mandó esta solicitud de que se le suspendiera de momento hasta que ya la Dirección de Gestión Humana remitiera el informe con el cálculo, fue porque él no tenía conocimiento de que ya había ingresado este nuevo estudio de Gestión Humana, donde indican que había una diferencia en los cálculos que le realizaron, entonces como les digo, nada más, respetuosamente es para qué que tengan conocimiento de que, aunque ingresó después la solicitud del señor, es porque él desconocía este informe nuevo de Gestión Humana”.
El integrante presidente Segura Solís, indica: “Entonces las cosas cambian ahí, porque entonces habría que darle audiencia a él acerca del nuevo informe de la Dirección de Gestión Humana para que, si a bien lo tiene mantener lo resuelto o en su defecto hacer el nuevo cálculo”.
El integrante Arroyo Guzmán, añade: “Lo que podemos hacer es decirle que se suspende y demás, le anexamos el nuevo informe de la Dirección de Gestión Humana y punto, como para que él tome la decisión”.
El integrante presidente Segura Solís, consulta: “¿Por qué suspenderle, si ya vino el nuevo?”.
El integrante Arroyo Guzmán, responde: “Don Juan Carlos porque, aunque él haya conversado con Annie, hay una gestión de él en un correo que es un tema formal, estoy diciendo que en atención a lo requerido por esta (…) le solicito respetuosamente suspender provisionalmente el rebajo, entonces parto de eso”.
El integrante presidente Segura Solís, señala: “Entonces el acuerdo sería suspenderle provisionalmente el rebajo, pero se le pone en conocimiento que ya el informe de la Dirección de Gestión Humana se rindió, el nuevo informe de los cálculos, por lo que se le da audiencia para lo que estime correspondiente”.
El integrante Arroyo Guzmán, agrega: “Si le parece a todos”.
Todos los integrantes presentes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial manifiestan estar de acuerdo con la propuesta indicada por el integrante presidente Segura Solís.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido el informe suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, así como las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden directora interina, subdirectora interina y jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial; remitido mediante oficio N° PJ-DGH-SAS-931-2023 recibido el 24 de mayo de 2023, referente a los cálculos efectuados en el estudio de reconocimiento de tiempo servido del señor Roberto José Moya Rucavado. 2.) Tener por conocida la gestión del licenciado Roberto Moya Rucavado, fiscal auxiliar de la Fiscalía General de la República, recibida mediante correo electrónico del 29 de mayo de 2023, en consecuencia, suspender provisionalmente el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene el servidor Moya Rucavado, con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de anualidades y jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del último día hábil del mes siguiente de conocido por esta Junta Administradora, con la salvedad de que si la administración puede ejecutar el cese en menor plazo se aplique de esa manera. 3.) Hacer de conocimiento del servidor Moya Rucavado, el informe rendido por la Dirección de Gestión Humana supracitado, a fin de que manifieste si desea que se le continúe aplicando el rebajo con los nuevos cálculos o bien, si se le suspende de forma definitiva el rebajo del 10%. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Direcciones de Gestión Humana y de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO IX 
Documento N° 555-2023
Conoce esta Junta, el oficio Nº 882-DJ/CA-2023 recibido el 30 de mayo de 2023, suscrito por el máster Argili Gómez Siu, subdirectora jurídica interina de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, mediante el cual comunicó:
“Conforme a lo dispuesto por el artículo 239, inciso c) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, corresponde a esa Junta Administradora “(…) Recaudar las cotizaciones que corresponden a ese Fondo y ejercer las acciones de cobro necesarias.”, con base en ello, el Consejo Superior en sesión No. 18-2020 del 5 de marzo de 2020, aprobó la propuesta planteada por esta Dirección Jurídica, mediante oficio No. 390-DJ/CA-2020 del 7 de febrero de 2020 y autorizó que esta Dirección asumiera en calidad de órgano director, los procedimientos de cobro administrativo atinentes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, aquellos que mantiene en trámite y los que en el lapso de cooperación con esa Junta se inicien; así mismo, el Consejo Superior en sesión No. 25-2021 del 23 de marzo de 2021, artículo XLIX, ordenó a todas Direcciones del Poder Judicial atender los requerimientos de la Junta Administradora de manera directa y con la prioridad requerida, y de forma adicional en sesión No. 26-2021 del 6 de abril de 2021, artículo XXXI acordó “2.) Deberán las dependencias del Poder judicial mantener el apoyo que actualmente brindan a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”. 

[bookmark: Texto7][bookmark: Texto8]En atención a lo expuesto, nos permitimos informar que, mediante oficio N° 148-JP/DJA-2022 del 10 de marzo de 2022, suscrito por el MBA. Bryan Calvo Calderón, Jefe Subproceso de Jubilaciones y Pensiones y por el MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.í, ambos de dicha Junta Administradora, en el cual se detalla las sumas giradas en demasía a la pensionada judicial, señora Fiorella Carvajal Brenes, cédula número 01-1869-0254, por un monto de ¢394.605.94 (trescientos noventa y cuatro mil seiscientos cinco colones con noventa y cuatro céntimos) correspondiente al período del 01/09/2021 al 15/09/202, del 16/09/2021 al 30/09/2021, del 01/10/2021 al 15/10/2021, del 16/10/2021 al 31/10/2021, del 01/11/2021 al 15/11/2021, del 16/11/2021 al 30/11/2021, del 01/12/2021 al 15/12/2021, del 16/12/2021 al 31/12/2021 y Aguinaldo 2020-2021. (en el que perdió dos materias de las tres matriculadas en el III cuatrimestre de 2021)

En razón de lo expuesto, de conformidad con lo establecido en el artículo 308 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública y a efecto de realizar el procedimiento de cobro administrativo correspondiente, con motivo de la suma que se reporta fue girada en demasía, se solicita a esa Junta nombrar como Órgano Director del Procedimiento a la Licenciada Susana Castro Casasola, Asesora Jurídica del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica, quien deberá realizar las diligencias de recuperación necesarias y hacer el envío a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de las resoluciones correspondientes a los actos administrativos competencia de ese órgano en su calidad de Órgano Decisor, diligencias correspondientes al expediente No. 22-000182-1357-AD (B)”.
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocido el oficio N.º 882-DJ/CA-2023 recibido el 30 de mayo de 2023, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, subdirectora jurídica interina de la Dirección Jurídica del Poder Judicial. 2.) Designar a la licenciada Susana Castro Casasola, asesora jurídica del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica, como Órgano Director del Procedimiento, quien deberá realizar las diligencias de recuperación necesarias y hacer el envío a esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de las resoluciones correspondientes a los actos administrativos competencia de ese órgano en su calidad de Órgano Decisor, diligencias correspondientes al expediente No. 22-000182-1357-AD (B), lo cual se acoge y se tiene por nombrada. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Jurídica.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc136696623][bookmark: _Toc134198504][bookmark: _Toc136696625]ARTÍCULO X
Documento N° 574-2023
Conoce esta Junta, oficio N° PJ-DGH-SSO-518-2023 del 30 de mayo de 2023, suscrito por la licenciada Waiman Hin Herrera, subdirectora Desarrollo Humano y el máster Freddy Briceño Elizondo, jefe de Salud Ocupacional, todos de la Dirección de Gestión Humana, donde comunican lo siguiente:
[bookmark: _Hlk135302083]“En atención a la consulta realizada 15 de mayo mediante correo electrónico por parte del señor Rodolfo Román Taylor, Coordinador de Unidad 3 de la Unidad de Apoyo y Control Administrativo de la Dirección de JUNAFO del Poder Judicial sobre si aplica por Riesgos del Trabajo el caso de una funcionaria que producto del traslado vehicular (Guanacaste-San José) durante dos días a la semana se le agravó una lesión en su espalda, (ver anexo 1), se indica en primera instancia que los casos que se trasladan al Instituto Nacional de Seguros para ser cubiertos por la póliza de riesgos del trabajo son aquellos que cumplan con lo establecido en el ARTÍCULO 195 del Código de Trabajo que dice: “Constituyen riesgos del trabajo los accidentes y las enfermedades que ocurran a los trabajadores, con ocasión o por consecuencia del trabajo que desempeñen en forma subordinada y remunerada, así como la agravación o reagravación que resulte como consecuencia directa, inmediata e indudable de esos accidentes y enfermedades.” 

Haciendo una comparación con el proceso de teletrabajo del Poder Judicial, según lo establecido en el artículo 18 del Reglamento para regular la modalidad de prestación de servicios en teletrabajo en el Poder Judicial, la opción de teletrabajar cinco días por semana es solamente para casos excepcionales aprobados por el Consejo Superior en los que por la naturaleza del servicio prestado por la persona servidora judicial resulta viable y necesario que no se presente a laborar de manera presencial, y que según lo estipulado en el art. 28 del mismo Reglamento, se incluye la necesidad de desplazamiento hacia la sede de prestación de servicios presenciales.

Por lo descrito anteriormente, y teniendo conocimiento de que en materia de Teletrabajo la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) tiene la posibilidad de establecer sus propios procedimientos y directrices para esta modalidad. Desde este Subproceso se visualizan dos potenciales escenarios ante la consulta planteada, el primero se trata de la presentación de un documento con una recomendación médica para solicitar mantener la autorización de los 5 días de teletrabajo; el segundo sería el de un riesgo del trabajo en el trayecto. De ser el primer caso, este sería un trámite administrativo en el cual en su autonomía la JUNAFO debe analizar y decidir lo que corresponda con base sus lineamientos. Caso contrario, si se trata de un riesgo del trabajo, este sería un caso clasificado como del trayecto y debe seguirse lo estipulado en el protocolo 7.7 establecido en el Programa Institucional para el Manejo de Casos por Riesgos del Trabajo (PRIMAC-RT) (ver anexo 2).

Anexo 1. Consulta. Origen de gestión 




Anexo 2. Programa Institucional para el Manejo de Casos por Riesgos del Trabajo (PRIMAC-RT)





…”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibida la información remitida por la licenciada Waiman Hin Herrera, subdirectora de Desarrollo Humano y el máster Freddy Briceño Elizondo, jefe de Salud Ocupacional, todos de la Dirección de Gestión Humana mediante oficio N° PJ-DGH-SSO-518-2023 del 30 de mayo de 2023, e indicar que esta Junta ya resolvió sobre las particularidades propias de este tema en las sesiones N° 012-2023 celebrada el 21 de marzo de 2023, artículo IV y N° 022-2023 celebrada del 30 de mayo de 2023, artículo XLI. 2.) Convocar a una sesión para el martes 13 de junio del 2023, a las 8:00 a.m. a fin de analizar asuntos referentes al teletrabajo. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Direcciones de Gestión Humana y de la JUNAFO.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc136625999][bookmark: _Toc136696629][bookmark: _Toc127542898][bookmark: _Toc129254130]ARTÍCULO XI
Documento N° 496-2023 / 497-2023 / 498-2023 / 499-2023 / 502-2023 / 507-2023 / 508-2023 / 509-2023 / 510-2023 / 511-2023 / 512-2023 / 513-2023 / 514-2023 / 515-2023 / 516-2023 / 517-2023 / 518-2023 / 529-2023 / 535-2023 / 540-2023 /553-2023
Conoce esta Junta, notas suscritas por los señores Francisco Castro Alfaro, Alejandro Ortiz Palma, Ronaldo Alberto Calderón Herrera, Yeremy Mesen Alvarado, Roberto Chaves Bermúdez, Julio César Rojas Hidalgo, Michael Chaves Alfaro, Milton Alonso Castro Murillo, Roy Esteban Delgado Delgado, Yosimar Enrique Herrera Araya, Carlos Eduardo Rojas Jiménez, Francisco Monge Morales, Jimmy Sánchez Barrantes, John Brandon Bolaños Céspedes, Yonathan Andrey Alfaro Agüero, Esteban Arturo Herrera Rojas, Jorge Andres Soto Alpízar, Luis Manuel Baltodano Paniagua, Brayan Gerardo Montenegro Mena, Jorge Álvaro Montero Vega, Maikel Gutiérrez Murillo, José Antonio Víquez González, Raúl Abraham Sánchez Rodriguez, Marco Vinicio Mejías Nuñez, Jorge Andrés Vargas Guzmán, Luis Guillermo Ruiz Bravo, David Campos Rojas, Mario Alberto Sáenz Rojas, José Luis Gómez Ruiz, Esteban Felipe Araya Alvarado y las señoras Andrea María Alfaro Víquez, Andrea Méndez Fuentes, Marilyn Rebeca Monge Arias, Silvia Elena Morales Araya, Tattiana Alexandra Monge Arias, Yarisbel de los Angeles Valverde Arce, Yajendra María Arias Jiménez, Adriana de los Ángeles Arias Rodríguez, Daphne Lexeny Alvarado Madriz, Laura Patricia Salazar Chinchilla, Sofía Fonseca Vargas, Yorleny León Núñez, Kathy Abarca Serrano, donde solicitan el cese de las deducciones por concepto de gastos de administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y que sean devueltas las sumas deducidas por tal motivo desde el mes de julio del 2018 al día de hoy, por las razones que indican:
“…con base en los siguientes motivos por este medio y con el debido respeto, me permito indicar.

Tal y como es de su conocimiento, en fecha del 29 de en ero del 2021 y mediante dictamen # C-021-2021, la Procuraduría General de la República dio respuesta a una consulta efectuada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante, Junta) mediante oficio # 393-2020, relativa a la naturaleza jurídica de dicho fondo. En el dictamen en mención, se señaló que la Junta constituye un órgano del Poder Judicial y quienes presten servicio como miembros o colaboradores de ella, son a su vez funcionarios públicos; lo anterior, de conformidad con lo establecido por el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Desde el mes de julio del 2018 a la fecha, cada funcionario judicial ha sido objeto de deducciones salariales mensuales por concepto de gastos relacionados a la administración del fondo (dietas de integrantes de la Junta y salario de los colaboradores), que resultan incompatibles con la naturaleza de la Junta como órgano del Poder Judicial (sujeto de derecho público); al tratarse de un órgano del Poder Judicial no un sujeto de derecho privado, los costos de su operación no podrían ser legalmente trasladados a los cotizantes, debiendo ser cubiertos por el propio presupuesto del Poder Judicial (del cual la Junta constituye uno de sus órganos), o en su defecto, por los propios recursos del fondo (rendimientos derivados de las cotizaciones realizadas).

Establecer una fuente de financiamiento con cargo a los salarios de los funcionarios judiciales, constituye a su vez un medio indirecto para aumentar el aporte de un 13% del salario bruto ya definido legalmente, dando lugar con ello a contribuciones anuales superiores a la suma de dos mil millones de colones, claramente desproporcionadas respecto de los gastos a realizar por concepto de pago de dieta.

Debido a lo anterior, solicito que cesen respecto de quien suscribe las deducciones por concepto de gastos de administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y que sean devueltas las sumas deducidas por tal motivo desde el mes de julio del 2018 al día de hoy. Al respecto, me permito recordar que, al haber sido emitido dicho dictamen en respuesta a una consulta expresa de la Junta, sus miembros se encuentran obligados por los términos anteriormente descritos, por lo que, de llegar a apartarse de su contenido, podrían incurrir en un delito de incumplimiento de deberes.”

- 0 -
Para la resolución de la presente gestión, es imperativo recordar que las actuaciones de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar apegadas al ordenamiento jurídico, de conformidad con el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, donde expone el Principio de Legalidad, indicando que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”. 
Conforme lo anterior, es importante indicar que todo lo atinente a la comisión por gasto administrativo (cinco por mil), nace de una disposición legal plasmada en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en lo conducente indica lo siguiente:
“(…)

La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo.

Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley”.
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Como se observa, la deducción del dinero objeto de la presente gestión, nace de la ley, obligando a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a actuar conforme a la legislación vigente, en donde no otorga una posibilidad para que las personas servidoras judiciales dejen de aportar esa comisión, o en su defecto, para realizar devoluciones de esos dineros. Es menester recalcar que el aporte a dicha comisión no es una medida que nace de un acto administrativo adoptado por la Junta Administradora, sino de una modificación incluida por el legislador al momento de aprobar la Ley N° 9544, denominada “REFORMA DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL, CONTENIDO EN LA LEY N.º 7333, LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL, DE 5 DE MAYO DE 1993, Y SUS REFORMAS”, misma que entró en vigencia el 22 de mayo de 2018.
Ahora bien, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tiene conocimiento que lo regulado en el citado artículo, ha sido objeto de análisis por parte de la Sala Constitucional en varias ocasiones, manifestando que dicha disposición no es inconstitucional, véase el voto N° 11957 – 2021, correspondiente al expediente N° 18-007819-0007-CO, en dicha resolución, expresó lo siguiente:
“(…)

Por otra parte, algunos accionantes cuestionan que, para financiar la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se haya creado una deducción de un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores (as) judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo del Fondo, estimando que esa Junta y la carga que supone, resulta injustificable, así como lesiva de los derechos fundamentales de los miembros del Fondo. En relación con este tema debe decirse que al amparo de la Ley 7333 anterior, el Fondo no requería incurrir en ningún gasto de administración por cuanto esa labor se desarrollaba por el Consejo Superior y la Corte Plena, lo cual no generaba ningún costo para sus afiliados; sin embargo, debido a varios cuestionamientos que surgieron en relación con este punto por parte de la Contraloría General de la República y la Superintendencia General de Pensiones, durante las sesiones de la Comisión Especial que analizó el proyecto de ley No. 19922 -que culminó con la promulgación de la Ley No. 9544-, los representantes de ambas instituciones manifestaron a los legisladores la necesidad de que el Fondo del Poder Judicial contara con un mecanismo de administración propio y que no estuviera ligado a las autoridades jerárquicas del Poder Judicial o del Consejo Superior. Así, en comparecencia ante esa Comisión de 16 de noviembre de 2016, la Contralora General de la República manifestó que en el Poder Judicial se necesitaba un órgano que administrara el fondo, mostrando preocupación por la forma en qué se financiaría, señalado que se trataba de un tema que debía ser incorporado en cualquier proyecto de ley que se analizara. Por su parte, en comparecencia del Superintendente de Pensiones ante dicha Comisión el 29 de marzo de 2017, ese funcionario manifestó a los diputados que se necesitaba crear una Junta que administrara el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial debido a que es un tema de buenas prácticas de gobierno corporativo, independiente de cualquier estudio técnico, afirmando además que en el Poder Judicial había sobrecarga del Gerente del Fondo por cuanto era, a la vez, Jefe del Poder Judicial y Jefe del Consejo Superior, por lo que se hacía necesario crear ese órgano, sugiriendo no solo que se utilizara el modelo de la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional (JUPEMA), sino también que se financiara con una deducción de un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores (as) judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo del Fondo; sugerencia que ya había sido previamente planteada por esa Superintendencia en términos similares, según puede observarse en folio 266 del expediente legislativo. Los diputados deciden atender la recomendación de crear la Junta a partir del modelo de JUPEMA y adoptan, como referencia, el artículo 106 de la Ley No. 2248 que es la Ley de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional…”

(…)”

- 0 -
En ese momento, la Sala Constitucional no declaró inconstitucional dicho articulado, por lo que no se realizó variable alguna, aunado a esto, mediante voto N° 8713-2022, dentro del expediente N° 20-009378-0007-CO, ese órgano conoció una acción de inconstitucionalidad promovida por Mario Alberto Mena Ayales, en su condición de presidente de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales, en donde cuestiona que el financiamiento del aparato administrativo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sea por medio de la comisión indicada en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en esa oportunidad, la estimable Sala Constitucional, expresó:
“(…)

Así las cosas, resulta innecesario que esta Sala emita un nuevo pronunciamiento sobre el fondo del presente asunto, toda vez que, la constitucionalidad del artículo 239 impugnado, en relación con la comisión por gastos administrativos de la Junta que administra el fondo de pensiones del Poder Judicial, que se deduce en un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo; ya fue objeto de pronunciamiento por parte de este Tribunal, en la sentencia parcialmente citada. En consecuencia, la acción debe ser rechazada y se remite al accionante a lo resuelto en sentencia número 21-11957 de las 17:00 horas del 25 de mayo de 2021.”
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Vemos que la Sala Constitucional mantiene la posición que el artículo aludido no es inconstitucional, rechazando en esa oportunidad la acción por el fondo.
Finalmente, en cuanto al criterio C-021-2021 emitido por la Procuraduría general de la República, aclara elementos importantes de la naturaleza jurídica de esta Junta Administradora, sin embargo, no desarrolla cuestionamiento alguno a la comisión por gasto administrativo, por el contrario, ratifica la independencia presupuestaria que tiene el órgano, al indicar lo siguiente:
“(…)

Ahora bien, la letra h) del artículo 239 alude al presupuesto de operación de la Junta y los dos párrafos finales establecen una fuente de financiamiento propia para sostener los gastos en que incurra en su labor, consistente en “un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo”; con lo cual, se le reconoce una facultad para administrar y manejar el presupuesto propio de que es titular de forma diferenciada del presupuesto nacional que nutre al Poder Judicial.

(…)”

- 0 -
Conforme a todos los argumentos expuestos, el accionar que ha tenido esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ha estado apegado al ordenamiento jurídico, teniendo la obligación de cumplir a cabalidad con el mandato constitucional, en cumplimiento al Principio de legalidad. 
Manifestaciones:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “En el inciso B, propondría cerrarlo de la siguiente manera, porque ya estamos hablando del aporte. Es necesario aclarar que, conforme la legislación aplicable, esta Junta ya ha procedido a ejecutar dineros del rebajo que se estableció en la Ley 9544, para los fines dictados en la misma, dineros que fueron incluidos en el presupuesto nacional y ejecutados conforme las normas del Ministerio de Hacienda. 
Esto es importante porque las personas creen que ese dinero está guardado ahí, creen que lo tenemos en una buchaca, y realmente no es así”.
Se acuerda:	Con base en los argumentos anteriormente expuestos, esta Junta dispone lo siguiente: 1.) Rechazar en todos sus extremos la solicitud presentada por los y las petentes, conforme a los siguientes argumentos: a.) Las actuaciones de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar apegadas al ordenamiento jurídico, de conformidad con el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, donde expone el Principio de Legalidad. b.) La comisión por gasto administrativo (cinco por mil), nace de una disposición legal plasmada en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en donde no otorga una posibilidad para que las personas servidoras judiciales dejen de aportar esa comisión, o en su defecto, para realizar devoluciones de esos dineros. Así mismo, se aclara que, conforme la legislación aplicable, esta Junta ya ha procedido a ejecutar dineros del rebajo que se estableció en la Ley 9544, para los fines dictados en la misma, dineros que fueron incluidos en el presupuesto nacional y ejecutados conforme las normas del Ministerio de Hacienda. c.) La Sala Constitucional ha analizado la naturaleza de la comisión por gasto administrativo plasmada en el artículo antes mencionado, (ver los votos N° 11957 – 2021 y N° 8713-2022, donde se rechazan las acciones de inconstitucionalidad interpuestas). Por lo anterior, no procede lo solicitado por los gestionantes. 2.) Notificar el presente acuerdo a las personas interesadas. 3.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para los fines correspondientes.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XII 
Documento N° 723-2021, 239-2022, 245-2022
En sesión N° 50-2021, del 13 de diciembre de 2021, artículo XIV, se solicitó a la Dirección de Gestión Humana los informes de avance de personas jubiladas judiciales que tienen irregularidad con los montos girados, dada la necesidad de esta Junta por contar con esa información a fin de que iniciara con las acciones administrativas y judiciales correspondientes.
Posteriormente, en sesión N° 11-2022 celebrada el 07 de marzo de 2022, artículo X, en lo concerniente, se tomó nota del informe rendido por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora, la licenciada Maureen Siles Mata, Subdirectora y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe de Administración de Personal, todos de la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-AP-0535-2021 del 11 de febrero de 2022.
Así mismo, en este artículo y en el XII de la citada sesión, se le solicitó a la Dirección de Gestión Humana, continuar con la labor que fue encomendada, en relación con los estudios denominados 2 x 1, sobre la aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, a fin de que brindara los resultados a la mayor brevedad posible.
Lo solicitado en los acuerdos anteriores, fue reiterado a la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial por esta Junta Administradora en sesión N° 21-2022 del 24 de mayo de 2022, artículo X, comunicado mediante oficio N° 0355-JUNAFO-2022 del 01 de junio de 2022.
Informa la Secretaría de la JUNAFO, que mediante oficios N° 99-JUNAFO-2023 del 14 de febrero de 2023 y N° 0207-JUNAFO-2023 del 23 de marzo del 2023, se reiteró lo solicitado por esta Junta en las sesiones citadas anteriormente, y que revisados los archivos y registros que al efecto se llevan en esa oficina, se determinó que a la fecha no se ha tenido respuesta alguna sobre lo solicitado a la Dirección de Gestión Humana.
Manifestaciones: 
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, señala: “No consideran importante enviarle copia de este acuerdo, para que vean que, desde marzo, porque la Corte nos está solicitando información al respecto, que desde marzo se está haciendo la gestión y que la Dirección de Gestión Humana no da manera de dar vida a este asunto, enviarle al Consejo Superior y a Corte plena”.
Se le concede el uso de la palabra al máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO: “Por un tema administrativo, es al Consejo Superior, estoy de acuerdo en enviar copia, pero al Consejo Superior”. 
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, afirma: “Sí, yo también al Consejo”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, agrega: “Sí, de acuerdo, sería al Consejo Superior”.
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, aclara: “Únicamente aclarar para su conocimiento que este tema es distinto al que conversamos, este es el 2x1, es el informe de los dos mil y resto de casos, que ya llevan año y medio, 2 años, haciéndolo la Dirección de Gestión Humana, y que es distinto al tema de regla cuarta, que ya ese sí se tramitó y más bien lo plantean delegar en esta dirección. 
Y respetuosamente coincido con sus personas, en que esto debería remitirse al Consejo Superior como superior jerarca de la Dirección de Gestión Humana”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocida la comunicación realizada por la Secretaría General de la JUNAFO respecto al seguimiento del informe solicitado a la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial en relación con los estudios denominados 2 x 1, sobre la aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones. 2.) Reiterarle a la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial la necesidad de contar a la mayor brevedad posible, con la información solicitada por este órgano en sesión N° 11-2022 del 07 de marzo de 2022, artículos X y XII. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc134198506][bookmark: _Toc136696627]ARTÍCULO XIII 
Documento N° 727-2022
En sesión N° 28-2022, del 26 de julio de 2022, artículo XIX, en lo que interesa, se le consultó a la Dirección de Gestión Humana, si el perfil competencial del puesto de asesor jurídico de la JUNAFO se puede modificar con el fin de poder tener una presentación de la JUNAFO, en procesos judiciales.
El acuerdo anterior se comunicó con el oficio N.° 0500-JUNAFO-2023 del 10 de agosto de 2022.
Informa la Secretaría de la JUNAFO, que mediante oficios N° 0104-JUNAFO-2023 del 14 de febrero de 2023 y N° 0208-JUNAFO-2023 del 24 de marzo del 2023, se reiteró lo solicitado por esta Junta en la sesión citada anteriormente, y que revisados los archivos y registros que al efecto se llevan en esa oficina, se determinó que a la fecha no se ha tenido respuesta alguna sobre lo solicitado a la Dirección de Gestión Humana.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocida la comunicación de la Secretaría General de la JUNAFO respecto al seguimiento de la consulta realizada a la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial, para la modificación del puesto de asesor jurídico de la JUNAFO. 2.) Reiterarle a la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial la consulta realizada en sesión N° 28-2022, del 26 de julio de 2022, artículo XIX. 3.) Hacer ese acuerdo de conocimiento del Consejo Superior.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XIV
Documento N° 1160-2022 / 546-2023
En sesión N° 002-2023 del 17 enero de 2023, artículo IV, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:
“(…)

Se acuerda: Por todos los argumentos anteriormente expuestos, se acuerda lo siguiente: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0002-AJ/DJA-2023 del 13 de enero de 2023, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos interinos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO. 2.) Considerando que el periodo de presidencia del doctor Juan Carlos Segura Solís finaliza el 26 de enero de 2023 y que de conformidad con las manifestaciones plasmadas por los integrantes licenciado Arnoldo Hernández Solano y máster Alexander Arguedas Vindas, en donde indican que momentáneamente no tienen deseo de optar por la presidencia de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, hasta tanto se solucione las interrogantes en cuanto a la representación legal del órgano, además, no se cuenta con más oferentes para designarlos en dicho cargo, considerando que el licenciado Freddy Chacón Arrieta, no ha asistido a las sesiones del órgano desde el mes de noviembre de 2022, se estima necesario que el doctor Segura Solís continúe ejerciendo la figura de presidencia de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, como una medida temporal, en aplicación a la figura prorrogatio, lo anterior, en espera de que se cuente con oferentes que quieran optar por el puesto por parte de la representación del Colectivo Judicial. 3.) Es menester recalcar que la presente decisión fue deliberada y consensuada por la totalidad de las personas integrantes de este órgano. 4.) Con la finalidad de valorar si han variado las condiciones que motivaron la presente decisión, la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, agendará el presente tema en el plazo de 3 meses a partir de la adopción del presente acuerdo. 5.) Sobre los otros cargos directivos de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ratificar que la integración queda de la siguiente manera: a.) Licenciado Arnoldo Hernández Solano, como Vicepresidente. b.) Máster Rodrigo Arroyo Guzmán, en la figura de Secretario. c.) Licenciado Parris Quesada Madrigal, como Tesorero. d.) Máster Alexander Arguedas Vindas, Director 1. e.) Licenciado Freddy Chacón Arrieta, Director 2. 6.) Notificar el presente acuerdo a la Corte Plena, al Consejo Superior y a la Superintendencia de Pensiones, para que tomen nota que el doctor Juan Carlos Segura Solís continuará ejerciendo por el plazo temporal de 3 meses, la figura de presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, debido a que no se cuentan con oferentes por parte del Colectivo Judicial para optar por la presidencia. 7.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para los fines correspondientes. 

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.”
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Finalmente, en sesión N° 016-2023 del 18 de abril de 2023, artículo XXVI, en razón de que no se contaba con más oferentes para designarlos por mayoría se prorrogó el nombramiento del doctor Juan Carlos Segura Solís hasta diciembre del 2023, a fin de que continúe ejerciendo la figura de presidencia de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, como una medida temporal en aplicación a la figura prorrogatio, lo anterior, en espera de que se cuente con oferentes que quieran optar por el puesto por parte de la representación del Colectivo Judicial, salvo que dichas condiciones cambien. 
[bookmark: _Hlk136621968]Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N.° 19-2023 del 08 de mayo del 2023, artículo XIII, comunicado mediante oficio N° 4576-2023, cuya parte dispositiva literalmente dice:
“(...)

[bookmark: _Hlk134703691]Previamente a resolver lo correspondiente, se acordó: Remitir el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N° 016-2023 celebrada el 18 de abril de 2023, artículo XXVI, a la Dirección Jurídica, a efecto de que se sirva rendir un informe sobre la legalidad de la continuidad del nombramiento del doctor Juan Carlos Segura Solís en el cargo de presidente de la unta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”
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A continuación, se adjunta el archivo que contiene el documento completo. 


Manifestaciones:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Don Juan Carlos, quisiera proponerle a don Parris y a don Arnoldo, porque en ese caso tengo que excusarlo a usted, que hagamos la manifestación si les parece a ellos, como segundo punto del acuerdo, en donde los demás integrantes de la Junta reiteramos lo dispuesto por esta Junta en cuanto al nombramiento y la permanencia de don Juan Carlos Segura hasta que se den las condiciones acordadas por esta Junta, algo así, si les parece, porque me parece que también es como dejar esto a que ellos resuelvan y que nosotros no nos atrevimos como a manifestar nada, no sé don Parris y don Arnoldo, si les parecería incluirlo como un punto dos, excuso a don Juan Carlos porque él no puede decirse a sí mismo que está de acuerdo ¿verdad?, pero en este caso a don Parris y a don Arnoldo, no sé si les parecería”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Lo que indica antes me parece que, estamos de acuerdo sobre la legalidad del nombramiento de don Juan Carlos”.
El integrante Arroyo Guzmán, agrega: “En el punto dos, lo que establecería es que los integrantes de la Junta y podemos citar los nombres, insisto, si estamos de acuerdo; que los integrantes de Parris Quesada Madrigal, Arnoldo Hernández Solano y Rodrigo Arroyo Guzmán, reiteran su apoyo a la gestión de don Juan Carlos Segura en calidad de Presidente, en los términos acordados por esta Junta, nada más, algo así sencillito, si les parece a ustedes”.
El integrante Hernández Solano, dice: “De acuerdo”.
El integrante Parris Quesada Madrigal, señala: “Vamos a ver, habla sobre la legalidad, aquí también hay cosas que se cuestionan que por cierto nos dijeron, que no es procedente que un integrante no quiera, según lo que comentaron ayer, que no está bien visto que un integrante no quiera asumir un cargo de Presidente, pero eso…”.
[bookmark: _Hlk137721527]El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, interviene: “Don Parris perdón, cuando ella comienza a hablar, ella dice que, usted Juan Carlos, su nombramiento no es legal porque la ley no lo permite, y a los miembros del colectivo que no quisieron asumir el cargo también incurrieron en ilegalidad, la norma no establece ninguna ilegalidad y podemos interpretarla de acuerdo con las fuentes no escritas o escritas si la hay, del caso, entonces veamos nada más para efectos del nombramiento, vea lo que dice el numeral 240, en el párrafo 3: “En la primera sesión ordinaria, la Junta designará a la persona que habrá de presidir las sesiones, esta designación se hará por un espacio temporal de un año, debiendo alternarse cada año entre los representantes del colectivo judicial y de la Corte Plena.”, la norma no establece ninguna sanción de no darse esa posibilidad entonces, donde la ley no establece sanción, no la podemos crear nosotros”
El integrante Hernández Solano, dice: “Ni obligatoriedad tampoco”.
El integrante presidente Segura Solís, agrega: “Tampoco, entonces nosotros lo que estamos interpretando de ese numeral fue lo que hicimos acorde con un acuerdo nuestro, de tal manera que aquí no hay ni ilegalidad ni responsabilidad de nadie, como se pretende establecer”.
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, indica: “La ley como bien señala don Juan Carlos, establece la alternabilidad que es lo que entiendo que la señora Magistrada trata de apuntar, una ilegalidad por ese lado, pero la misma ley también habla acerca de la paridad de género y vean que las circunstancias no han permitido que exista paridad de género porque ni siquiera hay interés del sexo femenino en las personas candidatas que se han apuntado, entonces, vean que no se podría garantizar esa paridad de género que establece la ley porque no hay personas que estén dispuestas y no por eso entonces, todas las mujeres que cumplan requisitos en el Poder Judicial están de una manera ilegal no participando, no, es voluntad de la persona si participa o no, así como es voluntad de las personas que hayan sido seleccionadas como integrantes, si desean o no asumir el cargo, que es lo que me parece en este caso se analizó. 
Lo cierto del caso y también, respetuosamente aquí creo que hay que aclarar, es que esta actuación y esta comunicación se remitió oportunamente a la Superintendencia de Pensiones - SUPEN, quién en última instancia es quién puede supervisar y puede corregir cualquier actuación que considere ilegal por parte de este órgano y que efectivamente a la fecha, estamos hablando de prácticamente cinco meses posteriores a la toma de esta decisión la SUPEN no se ha referido a esta situación. 
Por lo tanto, presumiblemente ellos consideran que tenemos una situación particular, tenemos una composición particular y que, por lo tanto, ellos consideran que lo actuado, presumiblemente vuelvo y repito, se ajusta a la condición, entonces eso para que, si ustedes lo consideran, puedan tomarlo en consideración, gracias”.
El integrante Quesada Madrigal, añade: “Entonces, en virtud de la situación que se presentó, eso lo que falta digo, vamos a ver si están de acuerdo, esta Junta le solicita a los demás integrantes de la misma, la posibilidad de ejercer el cargo donde don Juan Carlos indica que él estaría de acuerdo con permanecer en el cargo mientras se soluciona la situación correspondiente de los demás integrantes que hacen falta en la Junta Administradora de tal forma, esta Junta Administradora toma el acuerdo con el fin último que no quede acéfala”.
El integrante presidente Segura Solís, señala: “De satisfacer el interés público y la continuidad en las funciones de la Junta Administradora”.
El integrante Quesada Madrigal, indica: “Eso falta ponerlo, entonces, es ponerle más argumentación al asunto, porque pasó la coyuntura y nosotros tomamos una decisión basados en la ley para que se mantenga la continuidad de la misma, entonces, ese pedacito falta condensarlo más, tal vez con lo que vas a decir luego y que quede más claro.
También decir que la ley no nos prohíbe, es que también hay que decirlo, don Juan Carlos lo que usted dijo anteriormente, eso también, creo que aquí hay que ponerle más argumentación porque están pidiendo por qué pasó, está pidiendo Corte Plena, entonces le metemos argumentación donde también al final todos estuvimos de acuerdo en que funcionará así, eso que dice don Rodrigo al final, donde todos manifestamos el apoyo y permanencia, como lo escribe en el chat, de que sea así, punto, pero que quede como muy fuerte, muy consolidado porqué lo hicimos de esa manera.
Creo que ahí es importante, dije eso porque sí lo dije aquel momento, no quedo por ahí, pero sí lo dije que, de no ser así ¿qué pasa?, de no ser así ¿qué sucedería?, entonces, ahí es donde hay que enfatizar y decir bueno un momento, entonces tomamos esa decisión y no estamos riñendo con la ley ni mucho menos, ni nada. 
Hay que argumentarlo un poco más fuerte para que cuando lo lean digan okey bueno, entonces pasó eso y ellos decidieron lo siguiente, basados en la ley y para la continuidad o eso que dijiste vos de interés público y punto, bien fuerte ahí, siento que ahí le damos más peso a esta respuesta porque se las trae; ya hemos visto que hay gente que lo ve de otra manera, pero no, nosotros nunca lo vimos de otra manera, nosotros nunca lo vimos para que Juan Carlos se mantuviera permanentemente ahí, no, jamás, eso no es cierto, por eso me molesta cuando las personas hablan así, porque se ve un interés que no existe, no sé dónde lo ven y no es eso, porque si todo estuviera normal con los suplentes y los propietarios como debería de ser, las cosas podrían ser iguales o diferentes, pero tendríamos más opciones para poder elegir que es importante también que lo vean.
Creo que aquí hay que ponerles todo esto para que ellos digan, bueno fue la situación que se dio, no fue que se montó o que se pretendió que Juan Carlos se perpetuara en el poder porque yo lo siento así y eso sí me molesta, y lo quiero dejar bien claro porque así no fue, es la coyuntura que está sucediendo en este momento para que pudiéramos hacer esto, punto, y con términos de legalidad al fondo y todo eso, creo que hay que decirlo, las cosas que hay que decirlas ya ustedes saben, entonces, eso es importante, meter más argumentación al asunto y yo sé que ellos van a decir, bueno sí, bien.
Y lo SUPEN, también, se notificó SUPEN y nunca se pronunció al respecto, no se ha pronunciado, por lo tanto, seguimos funcionando de una manera adecuada, de aquí para atrás no se va a ser ilegal todo, porque también pretenden algunas cosas, que si uno ve la intencionalidad es que podría pensar que todo lo que se ha acordado pueda ser ilegal por este acto y a mí me preocupa eso, podría pensarse así, porque ya uno está pensando como las personas de afuera, entonces no sé podrían meter algo ahí. 
Lo importante aquí es que nosotros lo hagamos tan transparente como lo hicimos y por la coyuntura que se dio, sinceramente así fue y, es más de hecho que yo particularmente doy fe de que así fue, así sucedió, pero entonces si hay que poner una declaración jurada de cómo pasaron las cosas, hagámoslo, pero digamos como fueron las cosas realmente, porque a veces esas malas interpretaciones generan muchos problemas y generan que las personas, más bien que estamos en la Junta nos desmotivemos porque no hay sentido real de que sea otra cosa, sino la naturaleza del acto, así pasó y así lo decidimos de una manera transparente, todo el mundo votó y lo hicimos legalmente”.
El integrante Hernández Solano, manifiesta: “Quiero reiterar una vez más que tengo un libre albedrío de aceptar o no un puesto, no me pueden obligar y sería irresponsable de mi parte haber aceptado optar por la Presidencia de la Junta sabiendo que eso iba a afectar el transitar normal de los juicios que estaban pendientes cuyo costo hubiera sido grande por la pérdida de representación judicial. 
Así que quiero que quede constando que mi actuar fue a derecho del libre albedrío, en el sentido de aceptar o no la designación de la Presidencia, que es una honra que ya tuve anteriormente”. 
El integrante Arroyo Guzmán, agrega: “Don Juan Carlos de mi parte solo para cerrar, usted y los que estudian derecho saben mejor que uno, las realidades van siempre más delante que lo que está legislado, o sea, puedo tener una ley muy buena, pero la realidad cambia todo y si no fuera así, pues no tendríamos reformas de leyes. 
Esta realidad que nosotros estamos viviendo dentro del contexto que tenemos en toda la JUNAFO, como muy bien citó Parris, obligó a que la Junta tomara una decisión apegada a derecho, ¿por qué es apegada y por qué es legal?, tuvimos la asesoría jurídica suficiente de parte del equipo nuestro, eso es lo primero que tenemos que tener claro, no fue una decisión en que alguno de nosotros tuvo la idea y no, aquí hubo una consulta, aquí hubo todo un criterio, nuestras decisiones están sustentadas en el derecho, no están sustentadas en un tema de antojo o de sabor o como diría el entrenador de la Selección “porque así me parece”, no, dejemos claras las cosas de una vez y como bien lo han citado don Parris y don Arnoldo en sus razones, hacer ver de que nosotros sí tuvimos una asesoría suficiente, pesada, creo que uno de los mejores criterios que ha trabajado Eduardo y Diego, en cuanto a buscar el fondo, se dieron a la tarea de ver temas en la Procuraduría, o sea, esto no fue un tema así como “me parece que …”, no, tenemos un equipo de trabajo profesional que nos asesoró oportunamente y con la claridad del caso, y eso también hay que dejarlo en una manifestación y que fue avalado por todos los integrantes de la Junta, en el entendido de que estamos en una realidad y en un contexto diferente al que prevé la ley”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tomar nota del acuerdo emanado por la Corte Plena, en sesión N.° 19-2023 del 08 de mayo del 2023, artículo XIII, comunicado mediante oficio N° 4576-2023, recibido el 29 de mayo del 2023, relacionado con la legalidad de la continuidad del nombramiento del doctor Juan Carlos Segura Solís en el cargo de presidente de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Los integrantes de la JUNAFO, Rodrigo Arroyo Guzmán, Parris Quesada Madrigal y Arnoldo Hernández Solano, reiteran su apoyo al nombramiento y permanencia del doctor Juan Carlos Segura Solís como presidente de este órgano colegiado, tal y como se dispuso en sesión N° 002-2023 del 17 enero de 2023, artículo IV, con base en el criterio jurídico remitido mediante oficio N° 0002-AJ/DJA-2023 del 13 de enero de 2023 suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la Dirección de la JUNAFO; en aplicación a la figura prorrogatio, en espera de que se cuente con oferentes que quieran optar por el puesto por parte de la representación del Colectivo Judicial. Lo anterior, con el fin de asegurar la continuidad del servicio público y el beneficio conjunto para el Fondo y las personas usuarias del mismo. Así mismo, se reitera que de conformidad con las manifestaciones plasmadas por el licenciado Arnoldo Hernández Solano, no se encuentra interesado en aceptar el cargo de la Presidencia de la Junta, por los motivos expuestos. 3.) Estar a la espera del criterio solicitado por la Corte Plena a la Dirección Jurídica del Poder Judicial, en sesión N.° 19-2023 del 08 de mayo del 2023, artículo XIII. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por mayoría.
El integrante presidente Segura Solís se abstiene de votar.
[bookmark: _Toc136626001][bookmark: _Toc136696631][bookmark: _Toc136626005][bookmark: _Toc136696641]ARTÍCULO XV 
Documento N° 548-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión N.° 44-2023 del 25 de mayo del 2023, artículo LIX, comunicado mediante oficio N° 4675-2023, en el cual tienen por conocido lo dispuesto por la Corte Plena, en sesión N° 19-2023 celebrada el 08 de mayo de 2023, artículo XXXIV, referente a la columna salarial global transitoria propuesta por oficio PJ-DGH-SAP-168-2023 de la Dirección de Gestión Humana, de aplicación para los salarios de las personas que hayan ingresado al Poder Judicial por primera vez a partir de la vigencia de la Ley Marco de Empleo Público o cuando hayan reingresado a este Poder, a partir de esta fecha.
El citado acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 19-2023 celebrada el 08 de mayo de 2023, artículo XXXIV, en su parte dispositiva literalmente dice:
“(...)

POR TANTO

Por unanimidad, se acordó: 1.) Acoger la propuesta de columna salarial global transitoria propuesta por oficio PJ-DGH-SAP-168-2023 de la Dirección de Gestión Humana, de aplicación para los salarios de las personas que hayan ingresado al Poder Judicial por primera vez a partir de la vigencia de la Ley Marco de Empleo Público o cuando hayan reingresado a este Poder, a partir de esta fecha. Lo anterior, en el caso de que se les haya interrumpido la continuidad en la prestación de servicios a la Administración Pública por más de un mes calendario, y que será aplicada hasta tanto no se apruebe una columna salarial global definitiva.

2.) Disponer la continuidad en los estudios técnicos que sean necesarios a fin de que se proponga a este órgano colegiado una columna salarial global definitiva para la familia judicial.

3.) Reiterar a los diferentes órganos administrativos, técnicos y auxiliares de la justicia deben dar carácter prioritario a la colaboración que se les requiera para dar pleno cumplimiento a la Ley Marco de Empleo Público. 

Así votaron las magistras y los magistrados Aguirre, Rivas, Rojas, Vargas, Sánchez, Varela, Olaso, Chacón, Solano, Alfaro, Zúñiga, los magistrados suplentes y las magistradas suplentes Vargas Vargas, Jiménez Ramírez, Segura Bonilla, Fernández Calvo, Alvarado Paniagua, Fernández Argüello, Sánchez Navarro, Lara Gamboa, Delgado Faith y Salazar Murillo.

Agrega el señor Presidente, magistrado Aguirre: "Declaramos firme este acuerdo, es que está urgiendo porque ahora vamos a ver ahí unas gestiones que se han presentado, que las personas están muy interesadas en esto para que les puedan pagar, entonces lo declaramos firme. Se declara acuerdo firme.”

-0-
A continuación, se adjunta el archivo que contiene el acuerdo completo del Consejo Superior.


Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tomar nota del acuerdo emanado por el Consejo Superior, en sesión N.° 44-2023 del 25 de mayo del 2023, artículo LIX, comunicado mediante oficio N° 4675-2023, del 29 de mayo del 2023, en el cual tienen por conocido lo dispuesto por la Corte Plena, en sesión N° 19-2023 celebrada el 08 de mayo de 2023, artículo XXXIV, referente a la columna salarial global transitoria propuesta por la Dirección de Gestión Humana, contenida en el oficio PJ-DGH-SAP-168-2023. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para lo de su cargo.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc136626003][bookmark: _Toc136696633]ARTÍCULO XVI 
Documento N° 552-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión N.° 44-2023 del 25 de mayo del 2023, artículo IX, comunicado mediante oficio N° 4698-2023, cuya parte dispositiva literalmente dice:
“(...)

[bookmark: _Hlk136624764]Se acordó: Acoger la gestión presentada por la licenciada Adriana Esquivel Sanabria, Jefa del Departamento de Proveeduría, el máster Rodrigo A. Campos Hidalgo, Director Jurídico y el licenciado Wilbert Kidd Alvarado, Subdirector Ejecutiva, en oficio N° 1415-DP/61-2023 de 15 de mayo de 2023, en consecuencia: 1.) Aprobar la propuesta realizada para la reorganización de competencias para suscribir y aprobar la decisión inicial de los procedimientos licitatorios. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y de la Dirección de Tecnología de la Información y los centros de responsabilidad del Poder Judicial.

	La Dirección Ejecutiva, la Dirección Jurídica y el Departamento de Proveeduría, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”

-0-
A continuación, se adjunta el archivo que contiene el acuerdo completo del Consejo Superior. 


Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tomar nota del acuerdo emanado por el Consejo Superior, en sesión N.° 44-2023 del 25 de mayo del 2023, artículo IX, comunicado mediante oficio N° 4698-2023, del 29 de mayo del 2023, en el cual aprueban la propuesta realizada para la reorganización de competencias para suscribir y aprobar la decisión inicial de los procedimientos licitatorios. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para lo de su cargo.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc136696635]ARTÍCULO XVII 
Documento N° 606-2023
Conoce esta Junta, oficio N° CA 63-2023 del 29 de mayo de 2023, suscrito por el máster Arturo Baltodano Baltodano, y el doctor Alexander Arguedas Vindas, en su condición de presidente y secretario del Comité de Auditoría, mediante el cual remite el acta de dicho Comité, correspondiente a la sesión N° 007-2023, celebrada el 26 de abril de 2023.
A continuación, se adjunta el archivo que contiene el documento completo y su anexo.



Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibida y aprobada el acta N° 007-2023 de la sesión realizada el 26 de abril de 2023 por el Comité de Auditoría. 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc136696637]ARTÍCULO XVIII 
Documento N° 604-2023
Conoce esta Junta, oficio N° CA 64-2023 del 29 de mayo de 2023, suscrito por el máster Arturo Baltodano Baltodano, y el doctor Alexander Arguedas Vindas, en su condición de presidente y secretario del Comité de Auditoría, mediante el cual remite el acta de dicho Comité, correspondiente a la sesión N° 008-2023, celebrada el 26 de mayo de 2023.
A continuación, se adjunta el archivo que contiene el documento completo y su anexo.



Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibida y aprobada el acta N° 008-2023 de la sesión realizada el 26 de mayo de 2023 por el Comité de Auditoría. 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc136696639]ARTÍCULO XIX 
Documento N° 605-2023
Conoce esta Junta, oficio N° CA 65-2023 del 29 de mayo de 2023, suscrito por el máster Arturo Baltodano Baltodano, y el doctor Alexander Arguedas Vindas, en su condición de presidente y secretario del Comité de Auditoría, mediante el cual remite los Estados Financieros de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, así como del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial –FJPPJ, con corte al 30 de abril de 2023.
A continuación, se adjunta el archivo que contiene el documento completo y sus anexos.



[bookmark: _MON_1746621654]





Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: Tomar nota del oficio N° CA 65-2023 del 29 de mayo de 2023, suscrito por el máster Arturo Baltodano Baltodano y el doctor Alexander Arguedas Vindas, en su condición de Presidente y Secretario del Comité de Auditoría, sobre los Estados Financieros con corte al 30 de abril de 2023.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc136696644]ARTÍCULO XX
Documento N° 97-2023 / 197-2023 / 525-2023
En sesión N° 41-2022 del 25 de octubre de 2022, artículo XII, se tomó nota de la asistencia del licenciado Arnoldo Hernández Solano y del máster Oslean Mora Valdez, a la reunión convocada por casa presidencial y se estuvo a la espera del comunicado oficial, mediante el cual solicitaran la información que necesitaran sobre los Fondos de Pensiones para su estudio, así como la base legal de dicha solicitud.
Posteriormente, en sesión N° 005-2023 celebrada el 08 de febrero de 2023, artículo XI, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:
“(…)

Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota del oficio N° SP-128-2023 del 1 de febrero de 2023, suscrito por la señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones sobre la solicitud de información relacionada a las pensiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Tomar nota de las manifestaciones realizadas por los integrantes de esta Junta, y con base en ellas, solicitar a la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, aclaración sobre la procedencia de la solicitud, la manera en que será utilizada, haciendo énfasis en que solicitan información que se considera sensible, de las personas jubiladas y pensionadas del Poder Judicial. Por otra parte, se tome en consideración que mucha de esta información no se encuentra en manos del Poder Judicial ni de esta Junta, por el contrario, se encuentra en manos del Poder Ejecutivo, a través de los sistemas de Contabilidad Nacional y el SICERE de la Caja Costarricense de Seguro Social - CCSS. Por todo lo anterior, no se puede cumplir con el plazo establecido. 3.) Trasladar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, para que remita criterio sobre la solicitud de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, para que valide los efectos que se puedan tener, respecto al acceso restringido de protección de datos que ha emanado en muchas oportunidades la Sala Constitucional indicado el artículo 24 de la Constitución Política y la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales de la Ley No. 8968, en el que indican que se debe de salvaguardar para la entrega de información los datos sensibles y de acceso restringido protegidos, con el fin de determinar si se puede o no brindar la información solicitada.

Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad”.

- 0 -
Luego, en sesión N.° 016-2023 del 18 de abril de 2023, artículo VIII, en lo que interesa, se acogió en todos sus extremos el oficio N° 0019-AJ/DJA-2023 del 28 de marzo de 2023, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, asesores jurídicos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, referente al tipo de información que se puede entregar a las personas usuarias que requieran datos sobre los beneficios que otorga nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Así mismo, se le comunicó a la Superintendencia de Pensiones que, por parte de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se tramitaría lo correspondiente para dar cumplimiento a los requerimientos solicitados.
En esa misma sesión, bajo el artículo IX, en lo concerniente, se tuvo por recibido el oficio N° MH-DM-OF-0497-2023 del 29 de marzo del 2023, suscrito por el máster Nogui Acosta Jaén, Ministro de Hacienda y se le informó que de conformidad con el oficio N° 0019-AJ-DJA-2023 de nuestra asesoría legal, se procedería a tramitar en el tiempo oportuno lo que se estime pertinente para la remisión de la información requerida.
Finalmente, en sesión N.° 019-2023 del 2 de mayo de 2023, artículo V, en lo concerniente, se tuvo por recibido el oficio N° 143-DJA-2023 del 26 de abril de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO y en consecuencia, se aprobaron los dos permisos con goce de salario indicados en dicho informe, a fin de que las licenciadas Leda Córdoba Montero y Shirley Salguera Zúñiga, se encargaran de la función extraordinaria de recopilación de la información requerida por la Superintendencia de Pensiones – SUPEN y el Ministerio de Hacienda, hasta el último día hábil del año 2023. Lo anterior, en el entendido de que dichos permisos se cancelarán con recursos propios de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO. Asimismo, se deberán remitir los informes de avance a conocimiento de esta Junta Administradora, de manera bimensual.
Conoce esta Junta, oficio N° 0049-DJA-2023 del 17 de febrero de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, dirigido a la licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, mediante el cual indicó:
“En atención al oficio N.° SP-128-2023, oficio recibido por la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial el día 03 de febrero del 2023, relacionado con la información histórica de la población beneficiaria de este régimen, en el cual la Superintendencia de Pensiones indica lo que a continuación se señala: 

“En coordinación con el Ministerio de Hacienda, esta superintendencia recibió la siguiente solicitud relacionada con información sobre las pensiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FPJ), administrado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Al ser la Junta Administradora la dueña de la información, se extiende la solitud de información inserta. 

En aras de colaborar con una comunicación eficiente, se le solicita, en un plazo máximo de 10 días hábiles contados a partir del recibo de este oficio, comunicar la fecha aproximada en la que la información que se detalla estaría lista para ser entregada al Ministerio de Hacienda, como se indica en el documento inserto.” (lo subrayado no pertenece al original)

Respetuosamente me permito indicar que dicho oficio fue conocido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.° 005-2023 del 07 de febrero del 2023 acordando lo que a continuación se detalla:

“1.) Tomar nota del oficio N° SP-128-2023 del 1 de febrero de 2023, suscrito por la señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones sobre la solicitud de información relacionada a las pensiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Tomar nota de las manifestaciones realizadas por los integrantes de esta Junta, y con base en ellas, solicitar a la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, aclaración sobre la procedencia de la solicitud, la manera en que será utilizada, haciendo énfasis en que solicitan información que se considera sensible, de las personas jubiladas y pensionadas del Poder Judicial. Por otra parte, se tome en consideración que mucha de esta información no se encuentra en manos del Poder Judicial ni de esta Junta, por el contrario, se encuentra en manos del Poder Ejecutivo, a través de los sistemas de Contabilidad Nacional y el SICERE de la Caja Costarricense de Seguro Social - CCSS. Por todo lo anterior, no se puede cumplir con el plazo establecido. 3.) Trasladar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, para que remita criterio sobre la solicitud de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, para que valide los efectos que se puedan tener, respecto al acceso restringido de protección de datos que ha emanado en muchas oportunidades la Sala Constitucional indicado el artículo 24 de la Constitución Política y la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales de la Ley No. 8968, en el que indican que se debe de salvaguardar para la entrega de información los datos sensibles y de acceso restringido protegidos, con el fin de determinar si se puede o no brindar la información solicitada.” (lo subrayado no pertenece al original)

Con correo electrónico a la dirección oficial de la SUPEN, de fecha 15 de febrero del 2023 se comunica el oficio N.° 0100-JUNAFO-2023, en el cual se adjunta lo analizado por los integrantes de la JUNAFO y el acuerdo tomado.

Aunado a lo anterior los miembros de la JUNAFO en dicha sesión analizaron y discutieron el tema expuesto en el citado oficio manifestando preocupación por la información que está solicitando la Superintendencia de Pensiones en relación con los datos sensibles que se requieren.

Es por lo anterior que se le solicita a la SUPEN aclarar los siguientes puntos:

¿Cuál objetivo dentro de las facultades de supervisión concedidas por Ley, persigue la SUPEN con esta solicitud?
¿La información requerida por la SUPEN, será utilizada para el ejercicio de sus funciones de supervisión otorgadas por Ley, o se solicita con el fin de dar esta información a un tercero? 
¿Es consciente la SUPEN, que parte de la información solicitada se considera datos sensibles (datos familiares)? 
Se requiere conocer el criterio de la SUPEN sobre si ¿la solicitud de la información de referencia está amparada por la Constitución Política en el artículo N.°24 y la “Ley de Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales” Ley N.° 8968?

Es menester indicar que, aún si se obviasen los cuestionamientos anteriores, la solicitud de información representa el recabado de datos de “décadas” de información, la cual representa una importante inversión se recursos humanos, tecnológicos y logísticos para su elaboración por lo cual se estima un plazo no menor a 6 meses para entregar la información solicitada y con limitaciones en su alcance, esto debido entre otros factores a:

La versión anterior de la Ley Orgánica del Poder Judicial existente, es decir con la Ley N.° 7333 establecía un salario promedio con el dato histórico de los últimos 24 meses (2 años), por lo cual carecía de interés para el anterior administrador del FJPPJ, mantener bases de datos históricas tan amplias, con información que no era de utilidad en ese momento para cumplir con los cálculos necesarios para la otorgación de los beneficios correspondientes a este régimen. Con la promulgación de la Ley N.° 9544 (mayo 2018), se amplía a 240 meses (20 años) el plazo de información requerido, siendo hasta esta reforma, que las bases de datos se aumentan para obtener detalles más extensos de los que históricamente se consideraron necesarios.

La tabla de plazos de archivo de información en el Poder Judicial establecía que la información relacionada con temas operativos del FJPPJ en su mayoría, se mantendrían archivados por una extensión de plazo de 10 años, posteriormente a dicho limite se procedería con la destrucción de la documentación física correspondiente. 

El histórico de información electrónica que poseen los sistemas del Poder Judicial (administrador histórico del FJPPJ) se encuentran disponibles a partir del año 2004, por cuanto en esa fecha se dio un cambio de los sistemas asociados a este régimen. 

Con anterioridad al año 2004 la información es posible obtener en las bases de datos de la tiene Contabilidad Nacional, quien en su momento registraba los salarios y jubilaciones devengadas por las personas trabajadoras y jubiladas del Poder Judicial.

En la década 80’s, de los 90’s e inicios de los 00´s la información se encuentra en microfilms o en documentación física; es decir, se tendría que tabular toda esa información para poder reconstruir una base de datos; situación que imposibilita obtener los salarios históricos de los actuales beneficiarios del régimen del FJPPJ en plazos tan extensos. 

Dado los elementos anteriormente descritos y en consideración del requerimiento de información presentado por la SUPEN el cual indica “comunicar la fecha aproximada” resulta de vital importancia destacar que, en caso de ser legalmente posible remitir la información requerida y que su remisión sea autorizada por la JUNAFO como órgano legalmente constituido y encargado de administrar el régimen del FJPPJ, se estima que la información podrá ser remitida en un plazo no menor a 6 meses.

De tal manera se da por atendido el oficio N.° SP-128-2023 y se procede con el archivo de las presentes diligencias”.
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Además, conoce esta Junta, el oficio N° SP-278-2023 recibido el 2 de marzo de 2023, suscrito por la señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, donde comunicó:
“Se recibió el oficio N.° 0049-DJA-2023 del 17 de febrero de 2023 con lo solicitado en nuestro oficio SP-128-2023 del 1 de febrero de 2023.

Sobre el particular, se da por atendido el requerimiento indicado en el SP-128-2023 del 1 de febrero de 2023.

Con respecto a sus consultas, se señala que con fundamento en los incisos a) y d) del artículo 36 de la Ley 7523, Ley Régimen Privado de Pensiones Complementarias, los datos solicitados por el Ministerio de Hacienda son razonables como insumos técnicos para brindar criterio oportuno sobre el adecuado financiamiento de los beneficios, sostenibilidad y equidad intergeneracional en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Adicionalmente, se tiene conocimiento de que parte de la información solicitada puede contener datos sensibles, sin embargo, existen maneras de que los datos se suministren de forma de que no se pueda identificar individualmente a las personas, siempre manteniendo las relaciones dentro de la misma información (aún en datos familiares), con lo cual, no se estaría transgrediendo el artículo N.°24 y la Ley 8968, Ley de Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales.

Por último, el plazo propuesto de no menor 6 a meses, se considera conservador, a menos que se establezcan limitaciones (por tiempo o complejidad) sobre el detalle de los datos. Se recomienda gestionar reuniones de coordinación con el Ministerio de Hacienda para aclarar cualquier duda o consulta acerca de los alcances y dificultades descritas en su oficio para la obtención de los datos, así como para atender las inquietudes y lograr acuerdos sobre la información”.
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Por su parte, conoce oficio N° MH-DM-OF-0786-2023 recibido el 24 de mayo de 2023, suscrito por el máster Nogui Acosta Jaén, Ministro de Hacienda, que dice:
“Sirva el presente oficio para enviarle un saludo cordial. Asimismo, me refiero al oficio N° 0241-JUNAFO-2023, mediante el cual la señora Angie Ampié Gutiérrez, Prosecretaria a.i de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial comunicó los acuerdos tomados por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión extraordinaria N° 016-2023 celebrada el 18 de abril de 2023, artículo IX, que en lo que interesa se manifestó lo siguiente:

“Se acuerda:

Con base en lo anterior, esté órgano colegiado dispone lo siguiente: 1.) Tener por recibido el oficio N° MH-DM-OF-0497-2023 del 29 de marzo del 2023, suscrito por el máster Nogui Acosta Jaén, Ministro de Hacienda, e informarle que de conformidad con el oficio N° 0019-AJ-DJA-2023 de nuestra asesoría legal, se procederá a tramitar en el tiempo oportuno lo que se estime pertinente para la remisión de la información requerida. 2.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones, considerando que dicha solicitud se presentó mediante el oficio N° SP-128-2023 del 1 de febrero de 2023. 3.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tomará nota para los fines correspondientes.”

Sin embargo, a esta fecha no se ha recibido la información, ni siquiera de manera parcial, o al menos una comunicación respecto a la fecha en que será remitida.

Por lo anterior, le solicito indicar en qué plazo se remitirá la información solicitada.

En el caso que tenga dificultad para remitir información de cierta antigüedad (de la discusión plasmada en el acuerdo se extrae que se cuenta con información del año 2004 en delante de más fácil acceso), agradezco remitir en una primera entrega la información de fácil acceso y, posteriormente, la restante”.
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Manifestaciones:
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, expone: “En este caso, ustedes recordarán que fue un requerimiento directo de la parte de la Superintendencia de Pensiones - SUPEN, donde solicitan que se le brinde información al Ministerio de Hacienda, para obtener la información individualizada de las personas que hoy gozan del beneficio de jubilación. Ese dato, ustedes acogen un criterio que lo prepara don Eduardo y don Diego, asesores jurídicos de la JUNAFO, donde básicamente comparten de que es información que se puede considerar de acceso público, y entonces se le puede remitir.
Adicionalmente a esto, hay que recordar que ustedes nos otorgan la autorización para que una persona de la Unidad de Cálculo de Beneficios, en este caso doña Leda Cordoba, coordinadora de dicha Unidad, y una persona de la Unidad de Tecnología, en este caso doña Shirley Salguera, profesional en la Unidad de Tecnología, salgan de sus actividades diarias para poder recopilar toda esta información. Especialmente, porque, aunque existe información en el Poder Judicial desde el 2004 a la fecha, esta información no está tabulada, no está con el formato que requiere Ministerio de Hacienda, y para atrás del 2004 habría que consultar que el SICERE, que la contabilidad nacional, etc.
Entonces estamos haciendo un esfuerzo de recopilación, lo que hace en este caso el Ministerio de Hacienda es una gestión para que se le otorgue de alguna forma, como que se le adelante los requerimientos, que ellos comprenden que hay alguna gestión que necesitaría ver datos históricos, pero que ellos entienden que podríamos remitir una primera entrega de información con los datos del corte que ellos pidieron, que era de junio.
A criterio de este servidor, ya se agotó el tema de si se podía o no se podía compartir información, ustedes ya acordaron acoger el criterio y por lo tanto, se puede compartir información, y entonces respetuosamente sugeriría que, se instruya a la dirección, remita la información que se posea al corte, a la brevedad, al Ministerio de Hacienda, e indicarle que los datos históricos sindicales del Ministerio de Hacienda se estiman, o se están ejecutando las funciones, los proyectos, los movimientos necesarios, para que en un plazo de 6 meses puedan ser remitidos.
De igual forma, esos 6 meses recordemos que era algo tentativo, que estábamos hablando de que una reconstrucción de décadas de información como la que ellos están solicitando, podría conllevar mucho más tiempo que solo 6 meses, pero que de momento es la fecha que nosotros tenemos ahorita definida”.
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, señala: “Entonces acordaríamos continuar con la espera”.
El máster Mora Valdez, menciona: “La sugerencia sería, acordar que la Dirección de la JUNAFO remita la información que ya se posee al Ministerio de Hacienda, tal y como solicita, e indicarle al Ministerio de Hacienda que la información que ellos solicitan histórica está en proceso de elaboración de tabulación, de depuración, etc., para lo cual se hizo un proyecto operativo que se estima se puede atender en los próximos 6 meses, y cuando ya se tenga, oportunamente será remitida”.
El integrante presidente Segura Solís, comenta: “Estoy de acuerdo, ¿los demás?”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, expresa: “De acuerdo”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, consulta: “¿Quiénes son las personas que salen al proyecto?”.
El máster Mora Valdez, responde: “Está doña Leda, coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, por su experiencia y conocimiento, y doña Shirley Salguera, que es una profesional 2, de la Unidad de Tecnología, propiamente de la JUNAFO. Ellas dos están recopilando esa información, tabulándola en el formato que se necesita, y están tratando de adquirir la información que hace falta, a través de la base de datos del SICERE y a través de las bases de datos de contabilidad nacional.
Curiosamente contabilidad nacional, que pertenece al Ministerio de Hacienda, tiene toda la información histórica que ellos nos están solicitando, pero no la tiene aún tabulada como corresponde, entonces por eso es que el proyecto se vuelve necesario.
Por ley nosotros deberíamos tener 20 años de históricos, el requerimiento que nos plantea el Ministerio de Hacienda es tener la totalidad de salarios que percibió la persona mientras fue funcionario del Poder Judicial, estamos hablando de décadas, de décadas de información”.
El integrante Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, comenta: “De hecho que esa recuperación es ardua, porque todo está hasta microfilmado, es de locos, no sé cómo se va a hacer, pero es demasiada información, a partir de 2004 para atrás, ¡está horrible!, pero bueno, estaría de acuerdo también”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, indica: “Quizás en el mismo orden de ideas que expuso don Oslean, me parece que el acuerdo son dos puntos, como propuesta, el primero sería acusar recibido de los oficios, tales y tales que están dichos. Y el segundo punto sería, trasladar a la Dirección de la JUNAFO para que atienda los requerimientos, en los términos que esta Junta ha dispuesto en sesiones anteriores, nada más.
Porque ponernos a decir qué tiene que hacer la dirección paso a paso, me suena muy operativo y la verdad es que tenemos profesionales de gran valía en el equipo, y creo que con esos dos puntos en el acuerdo abarcaríamos lo mismo, para no hacerlo tan operativo, si les parece a todos”.
El integrante presidente Segura Solís, señala: “Me parece muy bien, acusar recibidos y trasladarlo a la dirección para lo correspondiente, o como usted lo redactó ahí, y se transcribe en el acta”.
El integrante Arroyo Guzmán, añade: “Y declararlo en firme para que lo puedan ejecutar con la prontitud que solicitan las personas del Ministerio de Hacienda, si les parece”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido los oficios N° 0049-DJA-2023 del 17 de febrero de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, dirigido a la licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, el N° SP-278-2023 recibido el 2 de marzo de 2023, suscrito por la señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, así como el N° MH-DM-OF-0786-2023 recibido el 24 de mayo de 2023, suscrito por el máster Nogui Acosta Jaén, Ministro de Hacienda, todos relacionados con la información histórica solicitada por el Ministerio de Hacienda, respecto a la población beneficiaria de este régimen. 2.) Trasladar a la Dirección de la JUNAFO para que atienda los requerimientos, en los términos que esta Junta ha dispuesto en sesiones anteriores.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc136696660]ARTÍCULO XXI
Documento N° 500-2023 / 521-2023 / 524-2023/ 526-2023 / 527-2023 / 532-2023 / 541-2023 / 542-2023 / 551-2023
Conoce esta Junta, notas suscrita por las señoras Priscilla Ortiz Richmond, Carolina Quirós Jiménez, Alejandra Mena Cárdenas, Jendry Maria Mesen Arias, Mauren Johanna Leiva Delgado, Xiani Arana Avalos, Cynthia Alejandra Bermúdez Rivera, Daniela Maria Vargas Chaves, Eilyn Moreira Baltodano, Ivette Carranza Cambronero, María Gabriela Orozco Vindas, María Gabriela Rojas Rojas, Cynthia Stephanie Blanco Valverde, Hellen Hidalgo Ávila, Kathy Abarca Serrano, María del Milagro Soto Castro, Jennifer Matarrita Quirós, Jennifer Pamela Oporta Chavarría, Kelly Daniela Duran Porras, Ginger Yackira Villalobos Ramírez, Dalia Soza Mora, Xinia María Vindas Mejía, Jennifer Isabel Arroyo Chacón, Brenda Celina Calvo de la O y los señores Alcioni Vasquez Retana, Omar Alexis Gordon Spence, Ronald Durán Fallas, Gabriel Moreira Baltodano, Eduardo González Segura, Jonathan Alberto Durán Rojas, Juan Jose Alpízar Gustavino, Greivin Sánchez Ugalde, Delys Arley Cruz Navarro, José Ismael Alvarado Francesconi, Enrique Calderón Abarca, Breiner Escamilla López, Julio García López, Juan Carlos Salas Ruiz, David Matamoros Salazar, mediante la cual solicitan lo siguiente:
“(…)

1. Congelamiento salarial que produjo la entrada en vigencia de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, número 9635 hasta la fecha, lo que significa que, por inflación o costo de vida, durante muchos años todo va a subir menos mi salario.

2. Variación en el sistema de carrera profesional y porcentaje a pagar por concepto de prohibición y dedicación exclusiva que trajo la entrada en vigor de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, número 9635 y que generó una considerable disminución en la liquidez del salario de una buena parte de la población judicial activa.

3. La entrada en vigor de la Ley Marco de Empleo Público, Ley 10159, contingencia fiscal, que eliminó todos los pluses salariales del sector judicial pasando a un sistema de "salario compuesto", con el agravante de que nuestro salario se verá congelado en el tiempo de manera indefinida.

4. Que la Ley 10156 crea un sistema de salario global para todas las personas de nuevo ingreso, donde el salario va a ser mucho menor que el que devengaba una persona para el mismo puesto antes de eliminar los pluses salariales que teníamos ganados.

5. Que las personas pensionadas siguen recibiendo un aumento semestral por costo de vida que sale del fondo de pensiones y jubilaciones del Poder Judicial, pese a que como se indicó los aportes de quienes recibimos "salario compuesto" no aumentarán en muchísimos años, y las personas de nuevo ingreso van a aportar mucho menos por la reducción de su salario mensual, lo que genera que con el mismo aporte (incluso menos en el caso de personas de nuevo ingreso) se sigan dando aumentos a personas pensionadas con el riesgo lógico para el fondo.

6. Todas las situaciones van a generar que más temprano que tarde el fondo entre nuevamente en problemas económicos.

7. Existe actualmente una acción de inconstitucionalidad donde se cuestiona el aporte patronal del Estado como patrono único, donde la Procuraduría General de la República se pronunció a favor de dicha inconstitucionalidad.

8. Que existe un proyecto de ley presentado por la diputada Pilar Cisneros donde se propone que ese aporte estatal que actualmente supera el 14%, se equipare al aporte del Estado como patrono para el resto de las personas servidoras públicas que ronda un poco más del 5%, lo que generaría aún más un claro desfinanciamiento para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

9. Que con todo el panorama expuesto existe una gran probabilidad de tener que subir el aporte obrero que ya hoy es muy alto y al que se suma un monto extra que se nos rebaja para mantener la Junta Administradora del Fondo de Pensiones, lo que considero una barbaridad.

10. Que el sistema de jubilación de la Caja Costarricense de Seguro Social es de rango Constitucional y por ende universal, y que, la edad para pensionarse es a los 65 años, con propuestas de poder utilizar el dinero del fondo obligatorio de pensiones complementarias y retirarse anticipadamente.

11. Que los montos de pensión en el Sistema de jubilaciones de la Caja Costarricense del Seguro Social son muy similares al del Poder Judicial, pero aportando alrededor de un 9% menos de mi salario mensual a la caja, lo que me ayudaría a tener una mejor liquidez frente a la situación salarial indicada antes.

PETITORIA

Con fundamento en lo expuesto, solicito: Primero: Que se apruebe mi renuncia inmediata al Fondo de Pensiones del Poder Judicial, consecuentemente se autorice el traslado de las cotizaciones que tenga a la fecha en el Fondeo Pensiones del Poder Judicial al Régimen de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social. Segundo: Que para cualquier proyecto de ley relacionado con el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial al que me encuentro adscrito de manera obligatoria se incluya una norma ordinaria o transitoria donde se nos dé la posibilidad a las personas judiciales activas de elegir entre seguir adscritos a este régimen o poder pasarnos de manera voluntaria al sistema de la CCSS que además es el que constitucionalmente resulta legítimo, en caso de que así no lo consideren les ruego me envíen por escrito las razones de esa negativa.”
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Relacionado a este tema, en sesión N° 22-2023 del 30 de mayo, artículo XL, se conoció el criterio jurídico N° 0033-AJ-DJA-2023 remitido por la Asesoría Jurídica de esta Junta Administradora, que en lo conducente indicaba:
“(…)

Como preámbulo histórico, es importante indicar que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se creó mediante la Ley N.° 34 de 9 de junio de 1939 (nótese que fue creado incluso antes que el régimen del IVM que nace en 1947), en ese momento, el Congreso Constitucional de la República de Costa Rica, incluyó el Título XI a la Ley Orgánica del Poder Judicial, denominada “De las Jubilaciones y Pensiones”, el artículo 2 de la citada Ley, literalmente citó: “A partir de la promulgación de esta ley, los servidores del ramo judicial, dejarán de contribuir en la forma ordenada por el artículo 1° de la ley N° 155 del 11 de agosto de 1925, y sus sueldos no podrán ser gravados para la formación de otros fondos de pensiones”. (el subrayado se adiciona). En razón de lo anterior, la misma normativa planteó que las personas servidoras judiciales debían cotizar para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y no para otros fondos, si bien es cierto, la Ley Orgánica del Poder Judicial ha tenido reformas posteriores, lo cierto del caso es que estas mismas se han realizado variando puntos concretos para el mejoramiento del acervo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, sin embargo, el espíritu de la obligatoriedad de las personas cotizantes ha perdurado en el tiempo.

Como se citó anteriormente, el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS fue creado con posterioridad al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no obstante, debemos considerar lo indicado por la Sala Constitucional en cuando a la constitucionalidad de nuestro régimen, indicando en el voto N.° 5282-94, correspondiente al expediente N.° 4637-94, que “Cabe aclarar que si bien es cierto, las pensiones pueden estar sometidas a otros regímenes contributivos de carácter complementario, es esencial que esos fondos tengan un sustento legal, toda vez que a pesar de que estos sistemas no participan de las características tributarias, sino a la modalidad denominada contributiva” (El subrayado en negrita se adiciona), esto es concordante con la realidad de nuestro fondo, considerando que su creación nace de la Ley Orgánica del Poder Judicial, actualmente ubicado en el título IX de ese cuerpo normativo, esto es imperativo indicarlo, considerando que las decisiones que adopte la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar alineadas con los alcances de esa normativa, en aplicación al Principio de Legalidad regulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, en donde indica que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”.

Explicado lo anterior, en nuestro país, existe una pluralidad de regímenes que pertenecen al primer pilar de pensiones contributivas básicas, que se conforman de los aportes obligatorios que la persona trabajadora realiza, siendo estos de capitalización colectiva, en esta categoría, se ubica a nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Estos regímenes, tiene una estructura de contribución tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerles frente a los beneficios que están en curso de pago, así como a los beneficios que se cancelarán a futuro, beneficios que son expectativas de derecho de las personas cotizantes, de conformidad con los supuestos establecidos por el legislador en cada una de las normativas que lo regulan.

Queda claro que el margen de acción que tiene la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en cuanto a la toma de decisiones, está limitado en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en ese sentido, debemos recalcar que la contribución forzosa que realiza la persona obrera al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace por disposición legal de este cuerpo normativo, véase que el artículo N.° 235, indica que con las cotizaciones de las personas servidoras judiciales se conformará el Fondo, además, el artículo N.° 236 literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo de fondo, de esto, se puede apreciar que no brinda un carácter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario, estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de las personas servidoras.

Además, la Sala Constitucional en resolución N.° 10513-2011 del 10 de agosto de 2011 indicó que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, “está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la Constitución Política y los principios que conforman los regímenes de seguridad social”, situación que se contempla en nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial.

Corolario con lo anterior, normativamente, la única forma de que puedan ser trasladadas las cuotas aportadas de nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a otro régimen, están reguladas en el artículo N.° 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en donde indica que “Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. (Subrayado en negrita se adiciona)” Es menester resaltar este punto, debido a que el único supuesto que contempla nuestra normativa para extraer esas cotizaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es cuando la persona dejó de laborar en el Poder Judicial, es decir, no habilita la posibilidad de realizar esa acción, cuando la persona interesada aún esté laborando para la institución.

Finalmente, a esta Asesoría Jurídica le queda claro que las solicitudes que presenten las personas servidoras judiciales para dejar de cotizar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y trasladarse a otro régimen aun perteneciendo al Poder Judicial, no son procedentes considerando que la normativa no lo permite. Ahora bien, en caso de que exista contención en la interpretación de una norma (situación que no se presenta en este escrito), debemos recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretación normativa, en materia de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", principio que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). Sin duda alguna, tomando en cuenta como está regulado actualmente el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, si el órgano administrador permite que las personas funcionarias judiciales coticen en otros regímenes como el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, se estaría actuando en contra del ordenamiento jurídico, debido a que no está regulada esa posibilidad, además sería perjudicial para los recursos del Fondo, considerando que la norma sí incorpora esos ingresos dentro del financiamiento tripartito.

(…)”
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En ese momento, se acogió en todos sus extremos el citado criterio. Se adjunta el archivo que contiene el documento completo.


Manifestaciones:
Se le concede el uso de la palabra al licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico de la JUNAFO: “En la sesión anterior solo indicaban que querían renunciar, no solicitaban expresamente que se incluyera en el proyecto de ley que se está trabajando, incorporar que ellos se puedan retirar, eso no se incluyó en el pasado, ese punto si lo tendrían que valorar ustedes y ver qué respuesta le van a dar sobre ese tema. 
En cuanto a la renuncia, aquí en el chat de esta sesión adjunté los elementos jurídicos para decirles que no se puede, adjunto borrador de respuesta de la parte dispositiva para los casos en que las personas quieren renunciar al Fondo, esto va concordante con el criterio que había redactado, por lo que se propone adjuntar el criterio y fundamentarlo con esta parte dispositiva, ya estaría listo, solo lo que tienen que valorar es que se les va a decir a estos gestionantes que están solicitando expresamente que en el proyecto de ley, se incluya que ellos pueden renunciar al Fondo. En el proyecto de ley que se está trabajando ahorita”.
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, menciona: “Yo diría que no se puede incluir o rechazar la propuesta de incluirlo en el proyecto de ley, toda vez que es clara la normativa de los supuestos en los cuales se dan el traslado de las cuotas al régimen de la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS, y en qué momento, que es un tema que no se está proponiendo ninguna reforma”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, agrega: “Pero es que, además, ¿cómo yo Fondo, voy a proponer que las personas se puedan ir, con qué atiendo el Fondo? Pasaría, lo de JUPEMA, entonces me parece que aquí lo que habría que decir es eso que usted dice, pero agregarle al final que, en todo caso, no podría el Fondo, abrir portillos legales donde las personas puedan irse a un lado, haciendo daño al mismo Fondo, porque eso es lo que está haciendo al final, si yo dejo que las personas se vayan, al final lo que estoy haciendo, ¿qué es? desfinanciando al Fondo, entonces, ¿cómo lo sostengo en el tiempo?
Por ejemplo, las personas alegan que irse al IVM, hay muchas consideraciones económicas que se pueden hacer, pero si usted se va al IVM tampoco le dan la posibilidad de trasladarse a otro, se va al IVM y punto, entonces creo que aquí el tema es que nosotros no podemos como Junta y como responsables del Fondo, jamás permitir que las personas tengan la libertad de trasladarse hacia uno u otro Fondo de Pensiones porque atentaríamos contra la estabilidad financiera del Fondo”.
El licenciado Chacón Monge, añade: “Básicamente eso que dice don Rodrigo, que la reforma lo que busca es estabilizar y favorecer los recursos que tiene el Fondo, permitir eso lo que haría es totalmente lo contrario”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, refiere: “Aquí lo que pasa es que legalmente nosotros no podemos hacer eso, punto, es decir, según la ley, artículo tal, indica que no puede ser, entonces no tenemos que hablar de que desfinancia el Fondo ni nada, yo diría que, según la ley, es más, esa petitoria, ¿por qué nos las hacen a nosotros? Yo debería pensar que si quiero irme para allá se lo pido a la CCSS, que me acepte, es diferente, es que estamos al revés, es que las personas como tergiversas las cosas, y es un tema realmente de ubicación, es decir, a nosotros no nos compete decidir si se quedan o si se van, eso no, nada más decir el artículo tal indica que los fondos no pueden ser trasladados, una cosa así, creo que tal vez acortar responsabilidades”.
El integrante presidente Segura Solís, interviene: “Por improcedente tal vez, se rechaza, algo así muy pequeño”.
El integrante Quesada Madrigal, señala: “Exactamente. Nosotros no tenemos la potestad, es improcedente, el artículo tal no dice eso, entonces no podemos, busquen otro medio, nosotros no somos los que tenemos que decir ni sí, ni no, es que esa es la trampa, si decimos que no, ¿por qué?, y si decimos que sí, ¿por qué?, porque en CRHoy salió la noticia también, ahí mismo”.
El integrante presidente Segura Solís, dice: “Sería por improcedente, se rechaza la petitoria en cuanto a que se incluyen en un proyecto de ley”.
El integrante Quesada Madrigal, expresa: “Esa parte de proyecto de ley, no entendí”.
El integrante presidente Segura Solís, explica: “Que se rechaza por improcedente la solicitud, sobre que se incluya dentro del proyecto de ley que las personas puedan decidir a cuál régimen de pensiones pertenecer, pues no es competencia de esta Junta tal petitoria”.
El integrante Quesada Madrigal, consulta: “¿Y por qué meter eso en un proyecto de ley?”
La licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina de la Dirección de la Junta JUNAFO, expone: “Es que más bien las personas están solicitando que dentro del proyecto de ley que se hizo aquella circular, donde se les decía que si querían aportar algo para la reforma en la que está trabajando don Juan Carlos, entonces las personas lo que están diciendo es, quiero que en esa reforma, ustedes incluyen la posibilidad de que nosotras las personas trabajadoras podamos decidir a cuál régimen pertenecer, están aprovechando esa otra circular que era para que aportaran ideas, para que eso se incluya en esa reforma”.
El integrante Quesada Madrigal, comenta: “Hay que tener mucho cuidado, peligrosísimo está eso, nosotros podemos decir que actualmente es improcedente la gestión, por tanto, la ley no permite que suceda eso, yo no pondría que, en la reforma, eso ya cuando lo circulemos a los órganos correspondientes y a los gremios, si viene la sugerencia, ahí la veremos, pero no la podemos poner a priori, digo que no, que no es conveniente, es mi opinión, valorémoslo porque es peligroso”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, menciona: “Es muy sencillo, es indicar que esta Junta por improcedente no tramitará ningún proyecto, dentro del proyecto de ley, el hecho de poder irse a otra institución”.
El integrante presidente Segura Solís, dice: “Es que creo que lo lógico sería, se rechaza por improcedente, pues esta Junta carece de competencia para referirse a la solicitud de transferencia o decisiones de cambiarse de un fondo a otro”.

El integrante Quesada Madrigal, agrega: “Eso es, no tenemos competencia, no podemos, ya después que sugieran otras cosas, ya ahí lo valoraremos. En este momento no tenemos competencia, y no podemos decir ni sí, ni no, ahí está clarísimo, no podemos, que hagan ustedes lo que quieran, propongan cosas después y meten cosas a ver qué pasa”.
El integrante presidente Segura Solís, consulta: “¿Les parece?”.
El integrante Quesada Madrigal, expresa: “Sí me parece”.
El integrante presidente Segura Solís, pregunta: “¿Don Rodrigo, usted?”.
El integrante Arroyo Guzmán, indica: “De acuerdo don Juan Carlos”.
El integrante presidente Segura Solís, pregunta: “¿Don Arnoldo?”.
El integrante Hernández Solano, dice: “Sí, se rechaza por improcedente, artículo 234 de la ley”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Denegar en todos sus extremos la solicitud presentada por las señoras Priscilla Ortiz Richmond, Carolina Quirós Jiménez, Alejandra Mena Cárdenas, Jendry Maria Mesen Arias, Mauren Johanna Leiva Delgado, Xiani Arana Avalos, Cynthia Alejandra Bermúdez Rivera, Daniela Maria Vargas Chaves, Eilyn Moreira Baltodano, Ivette Carranza Cambronero, María Gabriela Orozco Vindas, María Gabriela Rojas Rojas, Cynthia Stephanie Blanco Valverde, Hellen Hidalgo Ávila, Kathy Abarca Serrano, María del Milagro Soto Castro, Jennifer Matarrita Quirós, Jennifer Pamela Oporta Chavarría, Kelly Daniela Duran Porras, Ginger Yackira Villalobos Ramírez, Dalia Soza Mora, Xinia María Vindas Mejía, Jennifer Isabel Arroyo Chacón, Brenda Celina Calvo de la O y los señores Alcioni Vasquez Retana, Omar Alexis Gordon Spence, Ronald Durán Fallas, Gabriel Moreira Baltodano, Eduardo González Segura, Jonathan Alberto Durán Rojas, Juan Jose Alpízar Gustavino, Greivin Sánchez Ugalde, Delys Arley Cruz Navarro, José Ismael Alvarado Francesconi, Enrique Calderón Abarca, Breiner Escamilla López, Julio García López, Juan Carlos Salas Ruiz, David Matamoros Salazar, en condición de funcionarias y funcionarios judiciales, adscritos al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con base en los siguiente argumentos: a.) Las actuaciones de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar alineadas al ordenamiento jurídico, en aplicación al Principio de Legalidad regulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, en donde indica que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”, por ende, autorizar lo planteado por las personas gestionantes, estaría en contra de lo normado en el título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial. b.) El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es un régimen de capitalización colectiva, el cual tiene una estructura de contribución tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerles frente a los beneficios que están en curso de pago, así como a los beneficios que se cancelarán a futuro, debido a esto, si el Fondo deja de percibir alguno de esos ingresos, estaría afectando gravemente la estabilidad actuarial del mismo. c.) El aporte que realiza la persona trabajadora al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace de una disposición legal, no de un acto administrativo emanado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, véase lo normado en el artículo N.° 235 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que regula que con las cotizaciones de las personas servidoras judiciales se conformará el Fondo, además, el artículo N.° 236 de ese mismo cuerpo normativo, literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo de fondo, de esto, se puede apreciar que no brinda un carácter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario, estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de las personas servidoras. d.) La Sala Constitucional en resolución N.° 10513-2011 del 10 de agosto de 2011 indicó que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, “está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la Constitución Política y los principios que conforman los regímenes de seguridad social”, situación que se contempla en nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial. e.) En caso de que exista contención en la interpretación de una norma, situación que no se presenta en este análisis, debemos recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretación normativa, en materia de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", principio que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). f.) Finalmente, esta Junta carece de competencia para incluir dentro del proyecto de ley, que las personas puedan decidir a cuál régimen de pensiones pertenecer, aunado a esto, las propuestas que se están estudiando para incluir en el texto de la posible reforma del título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tienen como objetivo mejorar actuarialmente los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Notificar el presente acuerdo a las personas recurrentes. 3.) La Dirección de la JUNAFO tomará nota para los fines correspondientes.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XXII 
Documento N° 575-2023 / 624-2023 
Conoce esta Junta, el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 20-2023 celebrada el 15 de mayo de 2023, artículo XII, remitido mediante oficio N° 4418-2023, cuya parte dispositiva literalmente dice:
“(…)

Se acordó: 1) Tener por conocido el oficio N° DJ-797-2023 de la Dirección Jurídica. 2) Solicitar a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), que, a la brevedad, remita a la Dirección Jurídica, la información que se echa de menos, a saber: a) De las 180 personas que obtuvieron la jubilación con base en la denominada “regla IV”, cuantas hay fallecidas. b) Las direcciones o medios señalados de esas 180 personas. c) Los montos actualizados de cada una de las sumas pagadas a esas personas, el total correspondiente erogado por concepto de los referidos actos administrativos y tomando en consideración la fecha de adopción de estos. Se declara acuerdo firme.”
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A continuación, se adjunta el archivo que contiene el documento completo.


En relación con lo anterior, conoce esta Junta, el oficio N° 0219-DJA-2023 del 05 de junio de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, sobre el trámite de los casos de aplicación de “Regla IV”, según acuerdo tomado por Corte Plena en sesión N.° 20-2023 celebrada el 15 de mayo de 2023, artículo XII. 
A continuación, se adjunta el archivo que contiene el documento completo.


Manifestaciones:
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, menciona: “Acordémonos que la “Regla IV” son ciento ochenta y tantos jubilados judiciales, que hay que conocer el asunto de cada uno de ellos, y Corte Plena nos está solicitando un informe sobre ese tema, en cuanto al avance que hemos tenido en cada uno de los casos”.
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, explica: “Este va relacionado con el un fuera de agenda que les compartí el día de hoy, para llevar a cabo esta tarea que ustedes recordarán, que Corte Plena está siendo presionada por la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, porque este tema lleva años, la Corte Plena toma la decisión de declarar que estos procesos deben llevarse ante la Procuraduría General de la República.
En ese seguimiento, la Dirección Jurídica del Poder Judicial conversa con la Procuraduría General de la República y estima que cada caso debe presentarse de forma individual, y que debe determinarse una suma pagada en demasía para cada uno de estos casos de forma individual.
Esta tarea estaba siendo llevada a cabo en su oportunidad por la Dirección de Gestión Humana, la cual en el año pasado, en el mes de septiembre de 2022, manda una nota a Corte Plena, la cual Corte Plena, nunca conoce, ni nos copiaron a nosotros de dicha nota, donde básicamente alega, de que como ya la Junta aunque es parte del Poder Judicial, tiene un cuerpo administrativo propio, considera que pierde la posibilidad de hacer esa función, de hacer esa tarea. Corte Plena no analiza ese tema, no analiza el fondo del asunto, sino que analiza, que se necesita para darle el trámite a “Regla IV”, que necesita entonces ponerse a calcular esta carpintería, por así decirlo, y decide tomar este acuerdo, que ustedes ven.
Es importante mencionar que ya el punto A y el punto B, fueron atendidos, inmediatamente llegó el acuerdo, fueron efectivamente atendidos y remitidos a la Dirección Jurídica del Poder Judicial para que continúen con la tramitación de los expedientes, pero el punto C implica una situación que excede la capacidad actual instalada. 
Dice el punto C, los montos actualizados de cada una de las sumas pagadas a esas personas, el total correspondiente derogado por concepto de los referidos actos administrativos y tomando en consideración la fecha de adopción de estos. Esto implica que individualmente, para cada uno de esos 180 casos, es necesario recalcular todos los montos percibidos incorrectamente y comunicarlos a la Dirección Jurídica del Poder Judicial para que se proceda a presentar los expedientes ante la Procuraduría General de la República.
Para esa tarea, Consejo Superior en aquellos años, y quiero ser transparente con este asunto, el Consejo Superior había acordado que esta era una función, una tarea que le correspondía al Poder Judicial, por cuanto es de vieja data y se iba a asumir con recursos institucionales. 
Había otorgado 2 permisos a tiempo completo por casi 2 años para que desarrollaran esa tarea, y ahora nos topamos con la situación de que se hizo parte de la tarea, pero esta parte no se hizo, y por lo tanto, ahora nos lo están trasladando para que se ejecute, y que se ejecute a la mayor brevedad.
Dada esa situación don Juan Carlos, respetuosamente, y viendo que ya viene como un acuerdo directamente de Corte Plena, en algún momento se compartió, ustedes fueron de la posición de que esta tarea no era menester de la Dirección de la JUNAFO atenderla, que era un tema que verdaderamente le competía a la Dirección de Gestión humana, pero que iban a quedarse a la espera del acuerdo de Corte Plena, bueno, este es el acuerdo de Corte Plena donde efectivamente nos lo solicita.
Dada esa situación, les presento el oficio N°0219-DJA-2023, donde básicamente en ese oficio les estoy exponiendo este cúmulo de situaciones, y que para poder atender ese último punto, necesitaríamos generar un proyecto operativo donde se permita que 3 personas salgan a realizar la función en un estimado de entre 3 a 6 meses y medio, dependiendo de cuál sea el avance y la complejidad de los casos. 
¿Por qué un rango de 3 a 6 meses y medio? Porque realmente cada caso hay que calcularlo de forma individual y dependerá de múltiples factores, dependerá si esa persona por ejemplo, se le han realizado pagos retroactivos después de jubilado, por un tema de vacaciones, algún juicio que la persona eventualmente tenga, o por ejemplo que esa persona se haya reintegrado, que era común antes, al servicio público. Que fuera un magistrado suplente o que fuera llamado para que ejerza nuevamente como juez, ese tipo de situaciones hay que analizarlas individualizadamente.
Estamos contemplando hacer este permiso con 3 personas, una persona coordinadora, una persona profesional y una persona asistente de prosecretario, aquí hago la aclaración, este caso particular de la última persona, la asistente de prosecretario, no es típico del desarrollo de las funciones de la persona, sin embargo, la persona que hoy está nombrada como asistente de prosecretario, trabajó por más de 5 años en la Unidad de Cálculo de Beneficios, tiene el conocimiento, nos ahorramos la curva de aprendizaje para poder desarrollar estas tareas, y efectivamente, es equivalente este puesto a un puesto de técnico administrativo. Entonces, dado que es un puesto relativamente bajo y no encareceríamos indebidamente el proyecto, se está estimando de que sería oportuno que así sea.
En términos generales estamos estimando que el costo de desarrollar este proyecto con cargas sociales, salarios y demás es de aproximadamente ₡6.278.000,00 (seis millones doscientos setenta y ocho mil colones) por mes, y por el plazo completo si se fuera a extender todo este tiempo, estaríamos hablando de ₡40.800.000,00 (cuarenta millones ochocientos mil colones) en procura de atender esta gestión.
Dicho lo anterior, si ustedes estiman conveniente, nosotros sugerimos arrancar a la mayor brevedad este tema, sugerimos arrancar a partir de la segunda quincena del mes de junio, para poder atender a la mayor brevedad lo requerido por Corte Plena y sobre todo, que esto viene también derivado de un requerimiento puntual de la SUPEN, esos 2 temas están entonces relacionados”.
Se le concede el uso de la palabra al licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico de la JUNAFO: “Nada más para hacer una consulta, porque estos temas sí los había visto en su momento, el perfil del asistente de prosecretario tiene un perfil competencial muy específico para la redacción de actas, entonces en aquel momento que se había pedido un permiso para hacer otras funciones que no tenían relación con lo que hacen, les habían solicitado cambiar el permiso a otra persona. Esto lo digo por un antecedente que se había dado, no sé si el perfil competencial del asistente prosecretario se amolda a lo que se está planteando, lo digo por un antecedente que hubo hace mucho tiempo en la Secretaría, de que querían sacar una plaza y el Consejo sí cuestionó eso en su momento, no sé si lo valoraron”.
El máster Mora Valdez, responde: “Para serte muy honesto don Eduardo, no valoramos el tema del perfil específicamente del asistente de prosecretario, aunque las funciones podrían adecuarse a ese perfil de redacción y comunicación, hay que recordar que hay temas relacionados con las resoluciones que se deben comunicar, así como las sumas, etc.
Lo cierto del caso, es que las funciones estarían a cargo no de una persona, sino de ese equipo de trabajo, y ahí se podrían distribuir, adicionalmente lo que se busca es que tenemos que hacer uso, para pedir permisos con goce de salario, tenemos que hacer uso de las plazas que se encuentren justamente vacantes o cuando no hay personas con nombramientos de forma interina, para poder hacer la designación correspondiente de personal con el perfil requerido, si no, tendría que sacar específicamente personas propietarias para asumir ciertas tareas.
Tenemos ahí una condición de que estos cálculos, aunque son cálculos matemáticos y se pueden desarrollar en Excel, son cálculos que no son tan simples, hay que conocer bastante bien de las leyes que regían con anterioridad a la ley actual, y de los cálculos que hay que hacer, y se procuró que efectivamente en los permisos salieran las personas que han venido desarrollando estas funciones y que tienen bastante conocimiento en la materia. 
Vuelvo y repito, el tema con este asistente de prosecretario, básicamente rondaría en el hecho de poder adecuar un poquito las funciones que la unidad como un todo, va a realizar, la emisión de informes, la emisión de resoluciones, la comunicación de todo esto, lo que es compatible y a lo interno ellos, podrán distribuirse las tareas como mejor puedan acomodarse. No se don Eduardo si respondo tu consulta”.
El licenciado Chacón Monge, comenta: “Sí, lo digo por un antecedente que hubo, es que el perfil competencial del asistente de prosecretario es muy específico con el tema de redacción de actas de los órganos colegiados que realizan sesiones, por eso lo preguntaba. Lo decía porque conozco el perfil bastante, yo estuve en ese puesto, y fue un proyecto en el que una vez iban a otorgarme a mí, y cuestionaron mucho ese punto, por eso lo menciono, pero si usted lo valoró así desde esa perspectiva, no veo problema alguno”.
El máster Mora Valdez, indica: “Gracias don Eduardo por el comentario, por supuesto bienvenido sea, nosotros lo vemos que tiene relación y tenemos la disposición, en este caso del compañero que está asumiendo el cargo. Honestamente, la solución que vemos ahorita en este momento es esa, por la clase de puestos que tenemos en la dirección, puestos administrativos, no tenemos tan amplia variedad como puede tener el Poder Judicial para poder sacar el personal para este tipo de apoyo, y estamos procurando la atención de una forma más expedita. 
Podríamos eventualmente hacerlo con otro tipo de personal, pero tendríamos una curva de aprendizaje mucho más extensa, porque serían personas que con toda la capacidad del mundo, el conocimiento y formación académica, pero que no tengan ese conocimiento previo para desarrollar esta tarea, y entendemos que lo que hay ahorita es una urgencia de completar la tarea a la mayor brevedad para seguir los procedimientos de cobro que desarrolla la Procuraduría General de la República”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, refiere: “Sobre ese tema, me parece la propuesta que hace la dirección, en mi caso la aprobaría y sugeriría a todos, adicionarle a potenciar estas 3 plazas, adicionarle una solicitud expresa al Consejo Superior, la asignación de 3 supernumerarios para poder terminar esta tarea, y además de eso, copiarle ese acuerdo a la Corte Plena, porque me parece que también aquí hay una responsabilidad del Poder Judicial, y entonces está bien, nosotros podemos asumir, incluso estamos asumiéndolo con un recurso económico que no debería de ser para eso, pero eso es otro tema, pero en este momento estoy de acuerdo con lo que ha expresado don Oslean, con lo que viene en la propuesta del oficio que lo mandó por correo, ahí lo leí, y el tema es que sí adicionaría la solicitud expresa al Consejo Superior, la asignación de 3 recursos supernumerarios para que vengan a colaborar en esa tarea, que 180 personas que la Corte no ha podido sacar en “x” tiempo por las razones que sean, pero que ahora la Junta está en disposición de colaborar, y que requerimos esos recursos en el mismo plazo de los recursos que nosotros estamos disponiendo”.
El integrante presidente Segura Solís, agrega: “Si no hay más intervenciones, entonces queda aprobado de esa manera con las observaciones que hizo don Rodrigo, que me parecen muy atinadas”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocido el acuerdo tomado por Corte Plena, en sesión N° 20-2023 del 15 de mayo de 2023, artículo XII, así como el oficio N° 0219-DJA-2023 del 05 de junio de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO. 2.) Autorizar el permiso con goce de salario y sustitución a las plazas N° 043562, N° 383913 y N° 382278, por el periodo del 15 de junio de 2023, hasta el último día laboral del 2023, a fin de atender a la brevedad lo requerido por Corte Plena, sobre la información de las 180 personas que obtuvieron la jubilación con base en la denominada “Regla IV”. 3.) Solicitar al Consejo Superior, la asignación de 3 recursos supernumerarios, mismos que se requieren para poder concluir el proyecto en el plazo y términos supra citados, del cual esta Junta Administradora está en plena disposición de colaborar. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de Corte Plena.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XXIII
Documento N° 623-2023 
Conoce esta Junta, la nómina N° NRS-0093-2023, presentada por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante correo electrónico del 5 de junio de 2023, referente a los puestos en propiedad de dicha dirección, de las plazas 383914 y 43564 de Técnico Administrativo 1.
A continuación, se adjuntan anexos que contienen el documento completo.
(Adjuntos suprimidos por contener información sensible)

Manifestaciones:
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, expone: “El siguiente asunto a tratar, es una disposición que ustedes nos indicaron, para que los nombramientos en propiedad que la dirección proponga sean analizados y valorados acá por sus personas, el día de ayer les compartí la nómina para dos puestos de Técnicos Administrativos, de los cuales, uno es de la Unidad de Apoyo y Control Administrativo, que básicamente es como brazo derecho de la dirección, y la otra es de una plaza que quedó vacante producto de anteriores nombramientos que se estaban realizando.
En este caso la recomendación son de estas dos personas, tanto doña Karol como doña Hellen, ambas han venido desarrollando las tareas desde que se creó la dirección en enero de 2022, son quienes han venido desempeñando la función con excelentes resultados, con buena evaluación del desempeño y que no veríamos, o al menos de mi parte, no vería ninguna limitante para que no fueran ellas las que se dispongan a designar, entonces cumpliendo lo que ustedes nos habían ordenado, las traemos acá para su consideración y si tienen algún inconveniente puedan determinarlo”.
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, menciona: “No tengo ningún inconveniente”. 
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, dice: “De mi parte tampoco”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, señala: “De mi parte tampoco”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, expresa: “Estoy de acuerdo”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocida y aprobada la presentación realizada por el máster Oslean Mora Valdez, Director interno de la Dirección de la JUNAFO, sobre la nómina N° NRS-0093-2023, para las plazas 383914 y 43564 de Técnico Administrativo 1, en dicha dirección. 2.) Encomendar a la Dirección de la JUNAFO, dado el aval que otorga esta Junta Administradora, hacer los trámites administrativos a nivel de sistema necesarios para la elección que se conoció el día de hoy.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
-o0o-
A las doce horas con nueve minutos terminó la sesión.


 Doctor Juan Carlos Segura Solís           Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora          Secretario Junta Administradora
[bookmark: _GoBack]
- Acta aprobada el 20 de junio de 2023 -
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      Oficio N.° 0147-SAF/DJA-2023



          San José, 19 de mayo de 2023

Señores


Comité de Auditoría


Junta Administradora del FJPPJ


Poder Judicial


S.            D.


Asunto: Informe de los Estados Financieros y Políticas Contables del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y la Junta Administradora del FJPPJ al 30 de abril 2023.

Estimados señores


Mediante acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de sesión N° 14-2020 celebrada el 04 de mayo del 2020, se indica:


“[…] 3) una vez se tengan los estados financieros mensuales, trimestrales y anuales sean remitidos al Comité de Auditoría, para su valoración y posterior envío a la Junta Administradora y a la Superintendencia de Pensiones y que se ajusten los cronogramas.” 


Por tanto, se remite el Informe de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el documento de Políticas Contables del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al 30 de abril 2023.

El estado financiero se encuentra conformado por los siguientes balances:


1. Estado de Cambios en Activos Netos Disponibles para Beneficios


2. Estado de Activos Netos Disponibles para Beneficios


3. Flujo de Efectivo


4. Estado de Cambios en el Patrimonio


El documento de Políticas Contables del Fondo comprende aquellas reseñas históricas, aspectos generales, ciclos contables sobre aportes, inversiones, cuentas por cobrar, cuentas por pagar, reconocimiento de tiempo servido, préstamos, activos intangibles, cuentas de orden y otras condiciones.


Es importante indicar que, la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), solicita cargar en la Ventanilla Electrónica (VES) los saldos contables al 5 día hábil del mes, por lo tanto, cualquier observación que no sea cualitativa, será aplicada mediante ajuste contable el mes siguiente, ya que no se pueden cambiar saldos.


Por otra parte, se remite el Informe de los Estados Financieros de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el documento de Políticas Contables de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al 30 de abril 2023.


El estado financiero se encuentra conformado por los siguientes balances:


1. Estado de situación Financiera


2. Estado de Resultados Integral


3. Estado de Cambios en el Patrimonio


4. Flujo de Efectivo


El documento de Políticas Contables de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, comprende aquellas reseñas históricas, aspectos generales, ciclos contables, información sobre la ejecución presupuestaria, sobre inversiones, cuentas por cobrar, cuentas por pagar y otras condiciones.


Es importante indicar que, al igual que el FJPPJ la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), solicita cargar en la Ventanilla Electrónica (VES) los saldos contables al 5 día hábil del mes, por lo tanto, cualquier observación que no sea cualitativa, será aplicada mediante ajuste contable el mes siguiente, ya que no se pueden cambiar saldos.

En espera de que la información le resulte de utilidad, se despiden.


Atentamente; 


		Licda. Yesenia Flores Chacón


Jefa a.i. Subproceso Administrativo Financiero


Dirección de la JUNAFO

		MPM. Oslean Mora Valdez

Director a.i.


Dirección de la JUNAFO





CC.: Archivo
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